
Santiago, cuatro de marzo de dos mil veinte

VISTOS, OIDOS, Y CONSIDERANDO

PRIMERO:  Que,  comparece  don  BERNARDO  LUIS  HERN NDEZÁ  

FERRADA, administrativo, c dula de identidad N° 7.319.682-5, domiciliado paraé  

estos  efectos  en  los  Eucaliptos  n° 0693 comuna  de  Puente  Alto,  ciudad  de 

Santiago, quien deduce demanda de declaraci n de v nculo laboral y cobro deó í  

prestaciones  e  indemnizaciones,  en  contra  de  Fisco  de  Chile-Subsecretar a  deí  

Derechos  Humanos  (Ministerio  de  Justicia  y  Derechos  Humanos),  RUT  N° 

61.001.000-8, persona jur dica de derecho p blico representada legalmente por do aí ú ñ  

Mar a Eugenia Manaud Tapia, Presidenta de! Consejo de Defensa del Estado, deí  

profesi n  abogada,  c dula  nacional  de  identidad  N° 6.274.313-1,  ambos  conó é  

domicilio en calle Agustinas N° 1687, ciudad y comuna de Santiago, en virtud de 

los hechos y fundamentos de derecho que a continuaci n expone:ó

Se ala  que ingreso  a  prestar  servicios  bajo  r gimen de subordinaci n  yñ é ó  

dependencia  el  d a  10  de  noviembre  del  a o  1993  para  cumplir  funcionesí ñ  

profesionales como “asesor a honorarios” en el Programa de Derechos Humanos 

en dependencias de la demandada, esto es, en su momento, en el Ministerio del 

Interior  y  Seguridad  P blica  y,  actualmente,  en  la  Subsecretar a  de  Derechosú í  

Humanos  del  Ministerio  de  Justicia  y  Derechos  Humanos,  bajo  contrato  de 

prestaci n de servicios a suma alzada. El ltimo contrato a honorarios por sumaó ú  

alzada celebrado con la Subsecretar a de Derechos Humanos fue suscrito el d a 1í í  

de enero de 2019 para entrar a regir con la misma fecha y cuya vigencia se 

extiende hasta el d a 31 de diciembre de 2019. En el periodo de relaci n laboralí ó  

no se han pagado las prestaciones que la legislaci n laboral obliga al empleadoró  

conforme a la existencia de un contrato de trabajo.

Sostiene que para los efectos del art culo 172 del C digo del Trabajo suí ó  

ltima remuneraci n asciende a $ 1.110.493.-  CLP (un mill n ciento diez milú ó ó  

cuatrocientos noventa y tres mil).Estas sumas fueron pactadas conforme a contrato 

de honorarios que se acompa ar  y respecto de las cuales corresponde realizar elñ á  

pago de cotizaciones, conforme a la legislaci n laboral.ó

Agrega que sus  funciones  como trabajador de la  Subsecretar a Derechosí  

Humanos, al tenor de los contratos de prestaci n de servicios a honorarios a sumaó  

alzada, especialmente, seg n se se alaba en el ltimo contrato, son las siguientes:ú ñ ú
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1. Gesti n  de  Procesos  de  Abastecimiento  de  la  Subsecretar a  deó í  

Derechos Humanos,

2. Seguimiento de los procesos de Abastecimiento.

3. Apoyo en procesos relacionados a Servicios Generales.

4. Proporcionar soluciones frente a contingencias, asegurando no alterar 

el funcionamiento de la Subsecretar a de Derechos Humanos.í

5. Gesti n de mejoras en el rea.ó á

6. Entrega de asesor a t cnica asociada al rea.í é á

Indica  que  conforme  a  ello,  las  actividades  que  le  son  encomendadas 

corresponden a labores propias y permanentes del Servicio. De modo particular 

estas han sido:

Gesti n  de  procesos  inherentes  al  servicio,  tanto  las  labores  de  gesti n,ó ó  

seguimiento y soluci n de contingencias que tengan directa relaci n con el servicioó ó  

suponen que mis labores se supeditan a las necesidades de aquel. En particular, 

enfrentar contingencias supone estar interiorizado del funcionamiento del servicio de 

modo que se torna del todo imposible no vincularme directamente con l,  asé í 

tampoco su labor de administrativo no es coherente con una prestaci n espor dica,ó á  

o delimitada en el tiempo y, en los hechos no lo ha sido, ya que llevo m s de 25á  

a os trabajando para el mismo organismo.ñ

En  este  sentido,  agrega  que  durante  este  largo  periodo  de  tiempo  ha 

desempe ado  labores  muy  diferentes  y  m s  amplias  que  las  se aladas  en  elñ á ñ  

contrato, por ejemplo, ha sido chofer, ha confeccionado rdenes de compra, atiendeó  

proveedores, se relacion  con otros rganos p blicos, ha hecho las compras deó ó ú  

servicios funerarios, ha participado en comisiones evaluadoras, ha hecho bas is deé  

licitaci n, entre otras muchas otras labores que le ha encomendado su empleador.ó  

Reafirmando lo anterior las tareas de apoyo, gesti n en mejoras y asesor a t cnicaó í é  

obran en el solo beneficio del servicio, siendo tareas que solamente se justifican 

debido a las labores realizadas al interior de la Subsecretar a de manera permanenteí  

y continuada en el tiempo, como ya se ha se alado.ñ

Manifiesta  que  tiene   el  deber  cumplir  con  un  horario  de  44  horas 

semanales distribuidos de lunes  a viernes  y conforme a la cl usula  quinta delá  

contrato de prestaci n de servicios a honorarios a suma alzada bajo las mismasó  

condiciones del Servicio en general, as  como la obligaci n de registrar su asistenciaí ó  
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conforme los  procedimientos  establecidos  para  todo  el  personal.  La  convenci nó  

misma no distingue entre la prestaci n de servicios que realiz  de aquellas queó ó  

cualquier otro miembro del Servicio ha de prestar, asimismo, tampoco existe un 

control de asistencia especial,  de modo tal que se concreta el supuesto de ser 

labores  propias  al  servicio  y  no  de  car cter  accidental  y  ser  un  trabajadorá  

permanente del rgano p blico.ó ú

Refiere que como se puede observar sus labores como trabajador en labores 

administrativas y como dependiente corresponden a una misi n permanente de laó  

Subsecretar a  de  Derechos  Humanos,  a  la  cual  corresponde  “contribuir  a  laí  

promoci n  y  protecci n  de  los  Derechos  Humanos,  articulando  de  maneraó ó  

coordinada a organismos e instituciones p blicas a fin de impulsarla elaboraci n deú ó  

pol ticas y planes con enfoque de Derechos Humanos con impacto social; y para losí  

casos de violaciones a los derechos humanos, propender a la verdad y garant as deí  

no repetici n en beneficio de toda la sociedad” De aquello queda constancia enó  

las funciones de descritas anteriormente, lo cual adem s se colige con las funcionesá  

que la ley entrega a la subsecretar a de derechos humanos mediante Decreto coní  

Fuerza de Ley N° 3 de 2016.

a)  Proponer  al  Ministro  de  Justicia  y  Derechos  Humanos  el  dise o  yñ  

elaboraci n de pol ticas, planes, programas y estudios referidos a la promoci n yó í ó  

protecci n de los derechos humanos y colaborar en el fomento y desarrollo deó  

dichas pol ticas, planes, programas y estudios.í b)  Promover  la  elaboraci n  deó  

pol ticas, planes y programas en materia de derechos humanos en los rganos de laí ó  

Administraci n del Estado, prest ndoles asistencia y coordinaci n t cnica.ó á ó é

c) Elaborar y proponer el Plan Nacional de Derechos Humanos y presentarlo 

al Comit  Interministerial de Derechos Humanos. Asimismo, coordinar  su ejecuci n,é á ó  

seguimiento y evaluaci n con los dem s Ministerios, requiriendo la informaci n queó á ó  

sea necesaria.

d) Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en el estudio cr ticoí  

del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la Rep blica lasú  

reformas pertinentes para adecuar su contenido a los tratados internacionales en 

materia de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

e) Prestar  asesor a t cnica al  Ministerio de Relaciones  Exteriores  en losí é  

procedimientos ante los tribunales y rganos internacionales de derechos humanos.ó

f) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores en la elaboraci n yó  

seguimiento de los informes peri dicos ante los rganos y mecanismos de derechosó ó  
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humanos, en la ejecuci n de medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosasó  

y sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la ¡implementaci n,ó  

seg n corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistemaú  

Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de 

las atribuciones de otros rganos del Estado.ó

g) Dise ar, fomentar y coordinar programas de capacitaci n y promoci nñ ó ó  

de los derechos humanos para funcionarios de la Administraci n del Estado, enó  

particular, los integrantes de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad P blica, yú  

de Gendarmer a de Chile.í

h) Generar  y  coordinar  instancias  de  participaci n  y  di logo  conó á  

organizaciones  ciudadanas  y  con  la  sociedad  civil  en  general,  respecto  de  la 

adopci n de pol ticas, planes y programas en materia de derechos humanos, con eló í  

objeto de promover y garantizar el respeto efectivo de los derechos humanos en 

ios diferentes mbitos del quehacer nacional, tomando en consideraci n y, en suá ó  

caso, remitiendo a las instancias competentes las peticiones que stas les formulen.é  

Lo anterior, sin perjuicio de las competencias que le corresponden al Ministerio de 

Relaciones Exteriores en cumplimiento de las obligaciones internacionales de Chile 

en materia de derechos humanos.

i) Ejercer las labores de Secretaria Ejecutiva del Comit  Interministerialé  

de Derechos Humanos.

j) Celebrar  convenios  de  colaboraci n  y  cooperaci n  con  organismosó ó  

p blicos  y  privados,  nacionales  o  internacionales,  dentro  de!  mbito  de  susú á  

competencias.

A ello agrega que sus labores suponen el desarrollo de actividades como 

parte integral de un equipo de trabajo y dichas labores son regidas conforme a los 

fin s que el propio Ministerio de Justicia y Derechos Humanos tiene, haci ndoseé é  

plenamente aplicable lo que dispone el art culo 8 y 9 del Estatuto Laboral yí  

devel ndose, por tanto,  una pr ctica normalizada y tolerada por el Estado queá á  

refiere  a  las  m s  graves  violaciones  a  la  normativa  laboral,  existiendo  unaá  

precarizaci n de los trabajadores,  simul ndose una sistematicidad de contratos aó á  

honorarios cuya esencia radica en la prestaci n de servicios espec ficos y transitoriosó í  

lo que no ocurre en el caso de marras, tal como se acreditar  en la etapa procesalá  

correspondiente,  ya  que  resulta  inaceptable  sostener  que  sus  labores  como 

administrativo por m s de 25 a os continuados corresponden a labores accidentalesá ñ  

y temporales.
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IV. PETICIONES CONCRETAS.

Las indemnizaciones y prestaciones laborales que demanda son las siguientes:

1. Que se declare la existencia de la relaci n laboral que me liga con laó  

Subsecretar a de Derechos Humanos (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos).í

2. Que,  la  demandada deber  ser  condenada al  pago ntegro  de lasá í  

cotizaciones de AFP adeudadas, debiendo oficiarse a los entes correspondientes para 

impetrar su pago, ello con los intereses, reajustes y multas establecidos en la ley, 

desde el 10 de noviembre del a o 1993 hasta e! 31 de diciembre de 2019.ñ

3. Que, respecto a las prestaciones de Salud solicita, asimismo, su pago, 

ello con el l mite legal correspondiente, desde el 10 de noviembre del a o 1993í ñ  

hasta el 31 de diciembre de 2019.

4. Que, se orden  el pago de las cotizaciones de seguro y accidentes delé  

trabajo establecidas por la Ley N° 16.744, desde el 10 de noviembre del a oñ  

1993 hasta el 31 de diciembre de 2019, o desde la fecha en que corresponde 

realizar dicho pago conforme a la ley.

5. Que, la demandada deber  ser condenada al pago de los reajustes eá  

intereses de todas las sumas expresadas y determinadles en el mismo porcentaje en 

que var e el IPC, determinado por INE, entre el mes anterior a aquel en que debií ó 

efectuarse  el  pago  y  el  precedente  a  aquel  en  que  efectivamente  se  realice, 

conforme a los art culos 63 y 173 del C digo del Trabajo. í ó

6. Que se condene en costas a la demandada.

Previas  citas  legales  solicita  tener  por  interpuesta  la  demanda  en 

procedimiento de aplicaci n general por declaraci n de v nculo laboral y cobro deó ó í  

indemnizaciones y prestaciones laborales y previsionales adeudadas, en contra del 

Fisco de Chile - Subsecretar a de Derechos Humanos (Ministerio de Justicia yí  

Derechos  Humanos),  representado  legalmente  por  do a  Mar a  Eugenia  Manaudñ í  

Tapia, ambos ya individualizados. Todo esto para que se acoja la acci n interpuesta,ó  

dando lugar a ella en todas sus partes y a todas las pretensiones expuestas y as  seí  

sirva:

1. Que se declare la existencia de la relaci n laboral que lo liga con laó  

Subsecretar a de Derechos Humanos (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos).í
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2. Que,  la  demandada deber  ser  condenada al  pago ntegro  de lasá í  

cotizaciones de AFP adeudadas, debiendo oficiarse a los entes correspondientes para 

impetrar su pago, ello con los intereses, reajustes y multas establecidos en la ley, 

desde el 10 de noviembre del a o 1993 hasta el 31 de diciembre de 2019.ñ

3. Que, respecto a las prestaciones de Salud solicita, asimismo, su pago, 

ello con el l mite legal correspondiente, desde el 10 de noviembre del a o 1993í ñ  

hasta el 31 de diciembre de 2019.

4. Que, se orden  el pago de las cotizaciones de seguro y accidentes delé  

trabajo establecidas por la Ley N° 16.744, desde 10 de noviembre del a o 1993ñ  

hasta el 31 de diciembre de 2019, o desde la fecha en que corresponde realizar 

dicho pago conforme a la ley.

5. Que, la demandada deber  ser condenada al pago de los reajustes eá  

intereses de todas las sumas expresadas y determinables en el mismo porcentaje en 

que var e el IPC, determinado por INE, entre el mes anterior a aquel en que debií ó 

efectuarse  el  pago  y  el  precedente  a  aquel  en  que  efectivamente  se  realice, 

conforme a los art culos 63 y 173 del C digo del Trabajo. .í ó

6. Que se condene en costas a la demandada.

SEGUNDO: Que, comparece don DIANA HENRIQUEZ MARINO, c dulaé  

de identidad n mero 6.782.418-0, Abogada Procurador Fiscal (S) de Santiago delú  

Consejo de Defensa del Estado , por el FISCO DE CHILE - SUBSECRETARIA 

DE DERECHOS HUMANOS, quien contesta  la demanda de reconocimiento de 

v nculo  laboral,  y  cobro  de  prestaciones,  deducida  por  don  BERNARDOí  

HERNANDEZ FERRADA en contra del FISCO DE CHILE-SUBSECRETARIA DE 

DERECHOS HUMANOS solicitando su total rechazo con expresa condenaci n enó  

costas, conforme a los antecedentes de hecho y derecho que a continuaci n pasa aó  

exponer:

Se ala que en el presente caso existe una imposibilidad legal de acceder a lañ  

petici n de la demandante, pues actualmente se encuentra prestando funciones, esó  

decir,  hay  una  relaci n  a  honorarios  vigente.  En  efecto,  el  se or  Hern ndezó ñ á  

mantiene una relaci n jur dica a honorarios con el servicio demandado, la cual haó í  

sido confirmada por  la  misma demandante en virtud de la  suscripci n  de losó  

diversos contratos a honorarios desde noviembre del a o 1993, sin que ello hayañ  

sido impuesto, al contrario, la demandante ha aceptado dicha relaci n jur dica enó í  

pleno ejercicio de sus derechos.
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La  demanda  interpuesta  en  consecuencia  debe  ser  rechazada  por  los 

siguientes motivos:

a) Independiente de las excepciones previas interpuestas por esta parte, la 

relaci n existente entre el demandante y el Fisco de Chile corresponde a uno deó  

car cter civil, esto es, convenios de honorarios a suma alzada, celebrados bajo losá  

par metros establecidos en el art culo 11 del Estatuto Administrativo, por lo que noá í  

corresponde que se cambie la naturaleza de la relaci n contractual, declarando laó  

existencia de una relaci n laboral regida por el c digo del Trabajo.ó ó

b) Inexistencia de relaci n laboral: En concreto la forma de contrataci nó ó  

a honorarios que tiene la parte demandante, se encuentra establecida en el art culoí  

11 inciso segundo del Estatuto Administrativo, que es el cuerpo legal que regula las 

relaciones entre los rganos de la Administraci n del Estado y el personal queÓ ó  

presta  servicios,  que  deban  ser  realizadas  por  profesionales  o  expertos  en 

determinadas materias, o para realizar cometidos espec ficos.í

As , el art culo 11 dispone expresamente: "Adem s, se podr  contratar sobreí í á á  

la  base  de  honorarios,  la  prestaci n  de  servicios  para  cometidos  espec ficos,ó í  

conforme a las normas generales". Ahora bien, en cada uno de los convenios a 

honorarios suscritos se indican las funciones espec ficas, correspondi ndole seg n suí é ú  

ltimo contrato  del  a o  2019  con  la  Subsecretaria  de  Derechos  Humanos  losú ñ  

siguientes:

-  "Gestiona  Procesos  de Abastecimiento  de la  Subsecretar a  de Derechosí  

Humanos. - Realiza seguimiento de los procesos de Abastecimiento. - Brinda apoyo 

en procesos relacionados a Servicios Generales. - Proporciona soluciones frente a 

contingencias, asegurando de no alterar el funcionamiento de la Subsecretar a deí  

Derechos Humanos. - Gestiona mejoras para el rea. - Entrega asesor a t cnicaá í é  

asociada al rea de especialidad."á

Al respecto se ala que la demanda est  construida sobre una base errada,ñ á  

pues claramente se ha empleado un texto que corresponde a una acci n que seó  

intenta en contra de una empresa privada. El asunto es muy simple: Los rganosó  

del Estado no pueden contratar personal bajo las normas del C digo del Trabajo, aó  

menos que la ley los autorice expresamente. La base de la acci n incoada es que eló  

Ministerio demandado habr a decidido infringir la legalidad y contratar a honorariosí  

a una persona que debi  ser contratada conforme al C digo del Trabajo. Esteó ó  

planteamiento  es  irreal  y,  adem s,  encierra  un  total  desconocimiento  de  unaá  

cuesti n  elemental  en  Derecho  Administrativo:  la  Legalidad  Competencial  y  laó  

MYBRXSCXXQ



Legalidad Presupuestaria. El Servicio demandado estaba -y sigue hoy- impedido de 

celebrar un contrato de trabajo con la demandante, porque legalmente no está 

autorizado  para  hacerlo,  tomando  en  consideraci n  las  particularidades  de  losó  

servicios encomendados. Basta la sola lectura de los convenios a honorarios referida 

a los cometidos espec ficos del actor (cl usula cuarta del ltimo contrato del a oí á ú ñ  

2019) para concluir inequ vocamente que la vinculaci n de la demandante con elí ó  

organismo demandado ha cumplido con los requisitos del art culo 11 del Estatutoí  

Administrativo, raz n por la cual la demanda debe rechazarse con costas.ó

Por ltimo, agrega la demanda es gen rica e imprecisa en cuanto pide queú é  

se  remitan  las  cotizaciones  previsionales  que  se  demandan  a  las  instituciones 

pertinentes  sin  se alar  precisamente  cu les  son  esas  instituciones  a  las  queñ á  

supuestamente se encontrar a afiliado el demandante, pues sino ha estado afiliado,í  

mal  se  podr a  demandar  dichas  prestaciones  lo  que  claramente  refuerza  losí  

argumentos para rechazar la demanda.

1.-  EXCEPCI N  DE  INCOMPETENCIA  ABSOLUTA  DELÓ  

TRIBUNAL EN RAZ N DE LA MATERIA.Ó

Controvierte los hechos en que se funda la demanda, ya que no es efectivo 

que exista una relaci n de car cter laboral, en los t rminos que define el C digoó á é ó  

del  Trabajo,  entre la  parte demandante y el  Fisco  de Chile.  Tal  supuesto es 

improcedente en una relaci n de prestaci n de servicios entre una persona y unó ó  

rgano de la Administraci n del Estado, puesto que dicha forma de contrataci n noó ó ó  

est  prevista ni permitida por las normas que regulan las contrataciones de serviciosá  

de dichos rganos.  Los rganos del Estado, conforme al principio de legalidadó ó  

establecido por los art culos 6 y 7 de nuestra Constituci n, s lo pueden hacerí ó ó  

aquello que les est  expresamente permitido por la ley. La Ley de Bases de laá  

Administraci n  del  Estado,  en  su  art culo  15  se ala:  "El  personal  de  laó í ñ  

Administraci n del Estado se regir  por las normas estatutarias que establezca laó á  

ley en las cuales se regular  el ingreso, los deberes y derechos, la responsabilidadá  

administrativa y la cesaci n de funciones". Las normas estatutarias a las cuales seó  

refiere  el  precepto  corresponden  a  aquellas  contenidas  en  el  Estatuto 

Administrativo, que dispone en el art culo 1: "Las relaciones entre el Estado y elí  

personal de los Ministerios, Intendencias, Gobernaciones y de los servicios p blicosú  

centralizados  y  descentralizados  creados  para  el  cumplimiento  de  la  funci nó  

administrativa, se regular n por las normas del presente Estatuto Administrativo".á  

Luego, el Estatuto Administrativo, seg n se desprende de los art culos 3, 10 y 11,ú í  

establece que s lo se puede contratar personal bajo tres modalidades: de planta,ó  
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cuyos cargos son permanentes y est n asignados por ley; a contrata, cuando seá  

trate de labores transitorias; o a honorarios, cuando se trate de labores accidentales 

o cometidos espec ficos, de modo que la contrataci n de servicios prevista en elí ó  

C digo del Trabajo ser a ilegal.ó í

Por lo expresado, afirma que el presente Tribunal resulta ser incompetente 

de acuerdo a lo previsto por el art culo 420 del C digo del Trabajo, que indicaí ó  

cu les materias son de competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo, entre lasá  

que interesan: "a) Las cuestiones suscitadas entre empleadores y trabajadores por 

aplicaci n de las normas laborales o derivadas de la interpretaci n y aplicaci n deó ó ó  

los contratos individuales o colectivos del trabajo o de las convenciones o fallos 

arbitrales  en  materia  laboral.  [...]  g)  Todas  aquellas  materias  que  las  leyes 

entreguen a los Juzgados de Letras con competencia laboral”. Y que como puede 

apreciarse, esta norma no prev  que la re-calificaci n de un contrato celebrado poré ó  

la Administraci n del Estado, conforme a la normativa espec fica que lo regula, eló í  

cual se est  ejecutando actualmente, pueda ser conocida, discutida y determinadaá  

por los Juzgados de Letras del Trabajo, porque ello ir a en contra de otra ley, queí  

en este caso corresponde al Estatuto Administrativo que no prev  la contrataci né ó  

de personal mediante un contrato de trabajo.

Se ala que esta es la correcta interpretaci n del citado art culo 420, puesñ ó í  

seg n  expone  la  propia  parte  demandante,  est  vinculada  al  Fisco  de  Chileú á  

mediante un contrato a honorarios vigente, cuyo v nculo goza de una presunci n deí ó  

legalidad conforme a la normativa que rige a la Administraci n del Estado. Enó  

consecuencia,  no  cabe  hablar  de  cuesti n  suscitada  entre  un  "empleador”  yó  

"trabajador”, ya que se trata de un v nculo sustentado en una prestaci n deí ó  

servicios  profesionales  bajo  la  modalidad  de  honorarios  a  suma  alzada  que 

actualmente  el  demandante  desarrolla.  En  seguida,  hace  presente  que  las 

prestaciones  a  honorarios,  por  expresa  disposici n  del  art culo  11 del  Estatutoó í  

Administrativo, se rigen en primer lugar por las reglas fijadas en el respectivo 

contrato  y,  en  subsidio,  por  las  normas  del  C digo  Civil,  particularmente,  lasó  

normas sobre arriendo de servicios inmateriales, contenidas en el P rrafo 9 delá  

T tulo XXVI del libro IV, de manera que no hay forma hacer aplicable, ni auní  

subsidiariamente, las normas contenidas en el C digo del Trabajo. Desconocer loó  

anterior,  y  afirmar  que  el  contrato  de  honorarios  a  suma  alzada  puede  ser 

recalificado y puede prescindirse de lo convenido por las propias partes que lo 

suscribieron y est n ejecutando, significa desatender flagrantemente el art culo 1545á í  

del C digo Civil, conforme al cual el contrato es ley para las partes, los art culosó í  
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3, 10 y 11 del Estatuto Administrativo y los art culos 6 y 7 de La Constituci ní ó  

Pol tica de la Rep blica.í ú

En suma, del an lisis normativo efectuado se concluye entonces la falta deá  

competencia  del  Tribunal  para  conocer  de  las  cuestiones  suscitadas  entre  la 

Administraci n del Estado y la parte demandante, en su calidad de personal aó  

honorarios con contrato vigente, pues en dicha relaci n no se pueden aplicar lasó  

normas del C digo del Trabajo o sus leyes complementarias, ni las del Estatutoó  

Administrativo, dado que las normas aplicables son en primer t rmino las contenidasé  

en  el  propio  convenio,  y  en  forma  supletoria,  las  de  la  legislaci n  civil  yaó  

mencionadas, debiendo acogerse la excepci n de incompetencia absoluta del tribunal,ó  

disponiendo que la parte demandante deber  concurrir al tribunal que correspondaá  

en derecho.

2.- EN SUBSIDIO, EXCEPCI N DE PRESCRIPCI N.Ó Ó

Para el evento que se considerara que existe una relaci n laboral con eló  

demandante actualmente, pues se encuentra vigente el contrato a honorarios, opone 

la excepci n de prescripci n extintiva de dos a os prevista en el art culo 510 incisoó ó ñ í  

primero del C digo del Trabajo, de la acci n de declaraci n de relaci n laboral queó ó ó ó  

se pretende, la que por encontrarse prescrita deber  ser desestimada. La parteá  

demandante sostiene que su relaci n con la demandada se extiende desde el 10 deó  

noviembre de 1993 hasta el d a de hoy, por lo que solicita que se declare laí  

existencia de un contrato de trabajo a partir de la primera fecha y hasta el 31 de 

diciembre del presente a o. En este orden de ideas, hace presente que el actorñ  

prest  servicios, primero para el Ministerio del Interior por el per odo comprendidoó í  

entre el 10 de noviembre de 1993 hasta el 31 de diciembre de 2016. Luego, desde 

el 1 de enero de 2017 hasta la fecha presta servicios para el actual Ministerio de 

Justicia y Derechos Humanos. De esta manera, es claro que no s lo no existe unaó  

"continuidad laboral" como lo da a entender el actor, ya que sus servicios fueron 

contratados por ministerios diferentes, sino que adem s ha operado la prescripci ná ó  

contenida en el inciso primero del art culo 510 del C digo del Trabajo para efectosí ó  

de reclamar los  derechos  regidos  por  C digo del  ramo,  y por consiguiente  laó  

existencia de una relaci n laboral respecto de:ó

a) El per odo servido para el Ministerio del Interior comprendido entreí  

el 10 de noviembre de 1993 y el 31 de diciembre de 2016 y;

b) El per odo servido para el Ministerio de Justicia y Derechos Humanosí  

iniciado el 01 de enero de 2017.
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Se ala que como se podr  advertir, el inicio de la vinculaci n a honorariosñ á ó  

entre el actor y el Ministerio de Justicia corresponde al mes de enero de 2017, por 

lo tanto,  en cualquier caso,  toda declaraci n de relaci n de tipo laboral debió ó ó 

solicitarse en esa fecha o dentro de los dos a os siguientes a su inicio. Respecto deñ  

las prestaciones solicitadas desde m s all  de dos a os contados hacia atr s haá á ñ á  

transcurrido el plazo de prescripci n. Lo anterior no puede ser entendido de otraó  

manera, puesto que, si la actor consideraba que su vinculaci n con su parte noó  

correspond a a una relaci n de servicios a honorarios, sino que se trataba de unaí ó  

de tipo laboral, debi  alegar dicha circunstancia dentro del t rmino que se ala laó é ñ  

ley, tomando en especial consideraci n que no se ha invocado ninguna circunstanciaó  

que pudiese haber suspendido el plazo que comenz  a correr desde la fecha antesó  

indicada.  Resolver de un modo diferente importar a reconocer una hip tesis  deí ó  

imprescriptibilidad de una acci n judicial, imprescriptibilidad que para el caso de laó  

acci n instaurada en autos no contempla nuestro sistema legal. ó

El actor no invoca motivo alguno que explique la raz n de porqu  solicitaó é  

reci n en el a o 2019 que se declare que entre las partes no ha mediado unaé ñ  

relaci n a honorarios, sino que hay una de naturaleza laboral, en circunstancias queó  

-como su demanda- su primer contrato a honorarios con el Ministerio del Interior 

data de noviembre del a o 1993, y con el Ministerio de Justicia data de enero deñ  

2017, sin haber reclamado o cuestionado la naturaleza de su contrataci n. Si laó  

demandante ten a dudas acerca de la naturaleza de los convenios de prestaci n deí ó  

servicios para la demandada, debi  solicitar a la justicia que las despejara en suó  

momento. Dicho en otras palabras, si la demandante estimaba que su situaci nó  

contractual era incierta -puesto que obedec a a una de tipo laboral y no a uno deí  

naturaleza de honorarios- debi  accionar dentro del t rmino de dos a os a partir deó é ñ  

agosto de 2000, data de su primer contrato a honorarios con el Ministerio del 

Interior, o a partir de enero de 2017, data de su primer contrato con el Ministerio 

de Justicia. Por consiguiente, a la fecha de notificaci n de la demanda la acci nó ó  

para  demandar  la  existencia  de  una  relaci n  laboral  se  encontraba  prescrita,ó  

conforme al art culo 510, inciso primero, del C digo del Trabajo.í ó

Agrega que el art culo 510, inciso primero, es claro, "Los derechos regidosí  

por este C digo prescribir n en el plazo de dos a os contados desde la fecha enó á ñ  

que se hicieron exigibles".

La citada norma no presenta duda, es clara en se alar que el plazo parañ  

reclamar derechos es de dos a os y el computo del mismo es desde que dichosñ  
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derechos se hicieron exigibles, es decir desde que existen los supuestos "indicios de 

laboralidad".

En cuanto al fondo del asunto controvertido, solicita tener presente que 

controvierto expresa y formalmente todos los hechos expuestos en la demanda, con 

excepci n de aquellos que en el presente escrito de contestaci n fueren reconocidosó ó  

en forma expresa. En particular, controvierte:

Que entre la parte demandante y el  Fisco de Chile hubiese exista  una 

relaci n laboral basada en un contrato de trabajo y regida por el C digo Laboral,ó ó  

pues las partes est n vinculadas bajo un contrato de honorarios a suma alzada. Ená  

este mismo orden de ideas niega la existencia de una continuidad de servicios del 

actor respecto de su parte. En efecto, y como ya  se al ; ste estuvo vinculado añ ó é  

dos entidades distintas, en dos oportunidades diferentes: 

Un primer per odo servido para el Ministerio del Interior comprendido entreí  

el 10 de noviembre de 1993 y el 31 de diciembre de 2016 y;

Un segundo per odo para el Ministerio de Justicia y Derechos Humanosí  

iniciado el 01 de enero de 2017.

- Que la parte demandante preste servicios para el Fisco de Chile bajo 

v nculo de subordinaci n y dependencia, entre el mes de noviembre de 1993 hastaí ó  

el d a de hoy.í

Controvierte  la  existencia  y  calificaci n  de  todos  y  cada  uno  de  losó  

"supuestos indicios de laboralidad" indicados en la demanda, toda vez que, y a 

contrario sensu, la demandada, en la contrataci n de la parte demandante ha dadoó  

estricto cumplimiento al art culo 11 de la Ley 18.834, pues sta fue contratadaí é  

precisamente  para  prestar  servicios  espec ficos  en  dicha  instituci n,  seg n  daní ó ú  

cuenta sus convenios a honorarios a suma alzada.

Controvierte la procedencia de las prestaciones que se reclaman, ya que stasé  

han sido dispuestas para quienes se encuentran regulados por el C digo del Trabajo,ó  

situaci n que no concurre en la especie y no para quienes prestas servicios aó  

honorarios.

Controvierte la existencia y el monto de las pretendidas "remuneraciones" 

mensuales aludidas en el libelo, ya que se est  en presencia del pago de una sumaá  

de dinero por concepto de honorarios, dividida en cuotas, por las que se emiti  lasó  

correspondientes boletas de honorarios.
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Niega que se adeuden cotizaciones de seguridad social, y de salud que son 

las demandadas por el actor, pues se encuentra actualmente prestando servicios a 

honorarios lo que hace improcedente tal petici n, controvierte que su representado,ó  

tenga t tulo para retener y pagar cotizaciones previsionales, y, por lo tanto, que seí  

adeuden, niega la procedencia de intereses, reajustes y costas. Debido a lo anterior 

no procede la acci n ni las prestaciones reclamadas en el libelo,  debiendo seró  

rechazado en todas sus partes con costas.

Manifiesta que la parte demandante presta actualmente servicios profesionales 

en calidad de honorarios a suma alzada, en la Subsecretaria de Derechos Humanos 

del Ministerio de Justicia y derechos humanos,  mediante contratos a honorarios 

sucesivos, aprobado por sus respectivos decretos. Como se apreciar  en la serie deá  

convenios celebrados, ellos dicen relaci n con cometidos espec ficos, como indicanó í  

sus contratos. Por lo anterior, no es plausible considerar que su relaci n es deó  

aquellas reguladas por el C digo del Trabajo, sino que se trata de un genuinoó  

contrato de honorarios, expresamente autorizado por el art culo 11 reci n citado.í é

Como corolario de lo anterior, se ala que resulta que ambas partes est n deñ á  

acuerdo al momento de suscribir los respectivos contratos, en que se trata de un 

prestador de servicio independiente, y no de un trabajador sujeto a contrato de 

trabajo. De lo anterior se desprende que los contratos a honorarios que regulan los 

servicios de la parte demandante tienen el car cter de especiales y particulares,á  

acorde a lo dispuesto en el citado art culo 11 "cometidos espec ficos",  esto es,í í  

preestablecidos o determinados, y no excluyentes. En el contexto de la relaci nó  

contractual que existe entre la parte demandante y su representado, el actor nunca 

ha recibido una “remuneraci n" tal como se concibe en nuestra legislaci n laboral,ó ó  

sino  que  sus  ingresos  corresponden  al  honorario  que  se  pact  al  iniciarse  laó  

prestaci n de servicios y que se siguen pagando de la misma forma, que, como seó  

se al ,  corresponde  a  una  determinada  suma  alzada,  tal  como  consta  en  lasñ ó  

respectivas cl usulas de los Convenios suscritos entre las partes. En conclusi n yá ó  

seg n lo expresado precedentemente, durante todo el tiempo de duraci n de laú ó  

contrataci n de prestaci n de servicios hasta el d a de hoy, se hicieron aplicablesó ó í  

para la parte demandante, las normas de la Ley N°18.834, por expresa aplicaci nó  

del contrato de prestaci n de servicios. En efecto, en los contratos ad-refer ndumó é  

sobre la base de honorarios a suma alzada celebrados entre las partes, en uso de 

las facultades que le confiere el art culo 11 del Estatuto Administrativo, se haí  

establecido con toda precisi n lo siguiente:ó

1. - Que se trata de un contrato a honorarios a suma alzada.
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2. - La finalidad del contrato.

3. - Los cometidos espec ficos a realizar por la parte demandante.í

4. - La declaraci n de que los servicios se contrataban sobre la base deó  

honorarios a suma alzada, pagaderos previa presentaci n de boletas de honorariosó  

en tantas cuotas como se ala cada convenio.ñ

5. - El plazo de duraci n de los servicios.ó

Menciona que el demandante estima, erradamente a su juicio, que el v nculoí  

que lo une al Estado es una relaci n laboral bajo subordinaci n o dependencia,ó ó  

regida por el C digo del Trabajo. Ello no es efectivo, por cuanto jam s ha existidoó á  

relaci n laboral alguna entre el demandante y su representada, por el contrario, laó  

vinculaci n se realiza bajo la figura de contratos a honorarios, y es as  como eló í  

demandante  sigue  prestando  servicios,  emitiendo  la  correspondiente  boleta  de 

honorarios  hasta  el  d a  de  hoy.  El  actor  sostiene  que  sus  funciones  no  soní  

accidentales, sino que permanentes, estables e indispensables en la organizaci n. Elloó  

no es efectivo, puesto que sus funciones consisten en cometidos espec ficos, queí  

est n se alados en sus respectivos contratos.á ñ

Manifiesta que tales cometidos, conforme la CGR ha se alado que: "(...) elñ  

art culo 11 de la Ley N°18.834,  establece que el  contrato a honorarios  soloí  

procede para labores accidentales y, (...) para cometidos espec ficos, propios de lasí  

tareas habituales del servicio (...)"  . Se trata de dos hip tesis diferentes, queó  

permiten la contrataci n a honorarios. Mientras el inciso primero del art culo 11 deló í  

estatuto  administrativo,  trata  de  la  contrataci n  a  honorarios  para  laboresó  

accidentales, el inciso segundo del citado art culo regula la prestaci n de servicios aí ó  

honorarios sobre la base de cometidos espec ficos, los que pueden perfectamenteí  

estar  referidos  a funciones  habituales  del  servicio.  Tratar  conjuntamente  ambas 

hip tesis es confundir los requisitos de procedencia de uno y otro caso. ó

Indica  que  tanto  la  jurisprudencia  administrativa,  como  la  del  m ximoá  

Tribunal de Justicia, concuerdan en que los convenios a honorarios suscritos entre 

entidades p blicas y terceros al amparo de lo dispuesto en el art culo 11 de la leyú í  

18.834, aunque se hayan desarrollado con las obligaciones de cumplir un horario o 

sometido  al  cumplimiento  de  instrucciones,  no  se  encuentran  regulados  por  el 

C digo del Trabajo, por no constituir una relaci n laboral, y en consecuencia noó ó  

resulta procedente la demanda, la que en consecuencia debe rechazarse, con costas.
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Sostiene que teniendo presente que el v nculo de honorarios en virtud delí  

cual se mantiene contratado al demandante se encuentra plenamente vigente, por 

ende, este Tribunal no tiene las competencias suficientes para poder conocer y 

declarar que efectivamente que ese v nculo ha tenido la naturaleza laboral, puesí  

ello conllevar a en caso que as  fuera declarado, a obligar al Fisco de Chile aí í  

reconocer  una  calidad  que  no  ha  reconocido  ni  siquiera  la  Ley  que  rige  la 

materia , esto es, el Estatuto Administrativo y por lo tanto estar amos en presenciaí  

de un acto  ilegal  por  parte del  Tribunal,  y que si  bien ha sido materia  de 

controversia en Tribunales, lo ha sido con posterioridad a los t rminos de dichosé  

v nculos, tanto a honorarios como a contratas, pero en ning n caso con vinculoí ú  

vigentes, ya que las decisiones jurisdiccionales no pueden variar ni intervenir en los 

Estatutos respectivos respecto de los nombramientos y vinculaciones de los distintos 

funcionarios y sus distintas calidades con los determinados servicios p blicos en losú  

cuales prestan servicio, ello incluso ser a contrario a las normas que la propiaí  

defensa de la parte demandante ha invocado para sostener su tesis regulada en el 

art culo 6 y 7 del Constituci n Pol tica de la Rep blica.í ó í ú

La decisi n del  Tribunal  no puede venir  a cambiar  todo el  sistema deó  

nombramiento que existe en la Ley y, por lo tanto, el Tribunal no puede acoger la 

petici n de declaraci n de relaci n laboral por ser ello ilegal.ó ó ó

Sumado a los argumentos previamente expuestos, se ala que la aplicaci n delñ ó  

C digo del Trabajo resulta, adem s, incompatible con la Legalidad Presupuestaria.ó á  

No debe olvidarse que los rganos del Estado desempe an sus funciones de acuerdoó ñ  

a lo que se denomina Legalidad Dual. Por una parte, est n las normas que fijaná  

qu  es lo que el rgano debe hacer y c mo hacerlo (legalidad competencial) y, poré ó ó  

la otra, est n las normas que destinan los recursos financieros para llevar a caboá  

las funciones encomendadas (legalidad presupuestaria). El juzgamiento del actuar 

del rgano nunca puede hacerse sin tener presente esta dualidad a la que hacemosó  

referencia. Para ello es, preciso considerar y tener presente el art culo 4 inciso 2°í  

y 9 inciso 3° del D.L. N° 1263, sobre Administraci n Financiera del Estado; enó  

relaci n con las Leyes de Presupuesto para los a os respectivos, en la partida yó ñ  

glosa correspondiente. El art culo 4° del D.L. N° 1263 establece y consagra elí  

denominado principio de Legalidad del Gasto. Dicho art culo dispone: "Todos losí  

ingresos  que  perciba  el  Estado  deber n  reflejarse  en  un  presupuesto  que  seá  

denominar  del  Sector  P blico,  sin perjuicio  de mantener  su car cter  regional,á ú á  

sectorial  o  institucional.  Adem s,  todos  los  gastos  del  Estado  deber n  estará á  

contemplados en el presupuesto del Sector P blico". Lo anterior, significa que noú  

puede haber erogaci n o gasto p blico sin habilitaci n legal previa (Ley Anual deó ú ó  
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Presupuestos) y que no se puede efectuar cualquier tipo de desembolso. Los nicosú  

v lidamente  ejecutables  son  aquellos  descritos  en  la  tipolog a  del  clasificadorá í  

presupuestario respectivo. Tambi n, debe tenerse presente el inciso 3° del art culoé í  

9° del mismo D.L. N° 1263, con arreglo al cual: "En los presupuestos de los 

servicios  p blicos  regidos  por  el  T tulo  II  de  la  ley  N° 18.575  se  deber nú í á  

explicitar las dotaciones o autorizaciones m ximas relativas a personal. Para estosá  

efectos, las dotaciones m ximas de personal que se fijen incluir n al personal deá á  

planta, a contrata, contratado a honorarios asimilado a grado y a jornal en aquellos 

servicios cuyas leyes contemplen esta calidad".

Precisa que el principio de Legalidad del Gasto es de tanta importancia y 

trascendencia, que el legislador incluso ha previsto un tipo Penal especial para el 

caso de infracci n consciente y deliberada, denominado Malversaci n de Caudalesó ó  

P blicos, en su variante contemplada y descrita en el art culo 236 de C digo Penal:ú í ó  

"El  empleado  p blico  que  arbitrariamente  diere  a  los  caudales  o  efectos  queú  

administre una aplicaci n p blica diferente de aquella a que estuvieren destinados,ó ú  

ser  castigado con la pena de (...)". En lo que respecta espec ficamente al caso, losá í  

honorarios que recibe el demandante est n contemplados en el Subt tulo 24-03-001,á í  

del presupuesto de la SUBSECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS, del a oñ  

presupuestarlo vigente.  Dicha descripci n  se repite  invariablemente  en todas  lasó  

leyes de presupuesto y, en ninguna de ellas se autoriza o permite la contrataci nó  

sobre la base de un contrato regido por el C digo del Trabajo, lo que desde luegoó  

debe  ser  considerado  y  respetado,  sin  poder  establecer,  mediante  sentencia,  la 

existencia de un contrato de trabajo para el caso que nos ocupa, porque ello 

importar a dejar estas normas sin aplicaci n, estableciendo artificialmente que en elí ó  

periodo  sub-lite  existe  una  relaci n  laboral  que  legalmente  no  ha  podidoó  

configurarse, obligando a su representado a pagar indemnizaciones y prestaciones 

que se habr an devengado en este tiempo, pese a que jur dicamente es imposibleí í  

que aquello ocurra, porque -como se ha dicho- no existe norma que autorice la 

formaci n del pretendido v nculo laboral. Lo anterior determina que la contrataci nó í ó  

a honorarios  o a contrata  o en cualquier  otra  modalidad no responde a una 

decisi n que el Jefe Superior del organismo pueda adoptar, sino que tiene queó  

necesariamente ajustarse y ce irse de manera estricta  a las  respectivas partidasñ  

aprobadas en la LEY DE PRESUPUESTO, las cuales condicionan el monto total 

del  recurso  financiero  que  puede  destinarse  a  cada  una  de  las  formas  de 

contrataci n que, a su turno, las normas competenciales han definido. Los contratosó  

a honorarios suscritos entre la parte demandante y la Administraci n constituyen unó  

estatuto especial que, en las materias en ellos consagradas, rige en forma ntegra lasí  

relaciones entre las partes, quienes conoc an y conocen, y aceptan dicho estatutoí  
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como el que regla completamente su vinculaci n. Durante el tiempo que el actoró  

ha servido en la Administraci n, su relaci n se ha regido y lo sigue haciendo poró ó  

convenios a honorarios a suma alzada, por lo que no le asiste al Fisco de Chile, 

aparte de la retenci n y pago del impuesto respectivo, la obligaci n de retener yó ó  

enterar  cotizaci n  alguna  de  seguridad  social  y  de  salud  en  los  organismosó  

previsionales.

En lo relativo a este punto hace presente lo se alado por la Contralor añ í  

General de la Rep blica en innumerables Dict menes, seg n los cuales, los expertosú á ú  

contratados bajo base de honorarios, no invisten la calidad de funcionarios p blicosú  

y sus derechos y obligaciones son los establecidos en el respectivo contrato; no 

rigen a su respecto las disposiciones del Estatuto Administrativo ni las del C digoó  

del Trabajo, y por lo mismo, resulta improcedente que el fisco haga pago de 

cotizaci n de seguridad social alguna. El pretender lo contrario, esto es, que aló  

Fisco  de Chile  le  correspond a y le  corresponde el  retener,  declarar  y pagarí  

cotizaciones previsionales y de salud a las personas que se desempe an bajo elñ  

v nculo  a  honorarios  en  la  Administraci n  del  Estado,  lleva  aparejada  unaí ó  

ilegalidad, violentando la supremac a Constitucional, contemplada en el art culo 6°í í  

y 7° de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, en relaci n con lo dispuesto enó í ú ó  

el art culo 2 de la ley 19.880. Dichas normas establecen que los rganos del Estadoí ó  

deben someter su acci n a la Constituci n y a las normas dictadas conforme a ellaó ó  

(para el caso concreto, el art culo 11 del Estatuto Administrativo y dem s normasí á  

de Derecho P blico Administrativo aplicables) y deben desarrollar sus funcionesú  

dentro de su competencia.

Sobre el particular, y un mejor an lisis, menciona que no se puede  olvidará  

que los rganos del Estado desempe an sus funciones de acuerdo con lo que seó ñ  

denomina Legalidad Dual. Por una parte, est n las normas que fijan qu  es lo queá é  

el rgano debe hacer y c mo hacerlo (legalidad competencial) y, por la otra, est nó ó á  

las normas que destinan los recursos financieros para llevar a cabo las funciones 

encomendadas  (legalidad  presupuestaria).  El  juzgamiento  del  actuar  del  rganoó  

nunca puede hacerse sin tener presente esta dualidad a que hacemos referencia.

Agrega que de esta manera, una sentencia en que se condene al Fisco al 

pago de cotizaciones, que no podr a legalmente haber retenido ni pagado vulneraí  

esa  legalidad dual.  Esta  transgresi n  es  la  que precisamente  ocurre  cuando  seó  

condena  al  Fisco  al  pago  cotizaciones  de  seguridad  social  en  los  organismos 

previsionales  respecto  de  trabajadores  que  presentan  servicios  a  honorarios  al 

amparo del  art culo  11 del  Estatuto Administrativo.  En efecto,  en materia  deí  
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administraci n de haberes p blicos y como expresi n del principio de legalidad, seó ú ó  

debe observar el principio de legalidad del gasto p blico. Luego si se dispone queú  

el Fisco pague cotizaciones previsionales cuando no corresponde su entero por no 

existir relaci n laboral, y, por ende, no hab a antes y ahora norma que habilitar aó í í  

a realizar  dicho desembolso,  se contravienen no solo  las  normas  que rigen la 

legalidad  competencial,  sino  que  particularmente  las  normas  sobre  legalidad 

presupuestaria,  contenidas  el  art culo  100  de  la  Constituci n  que  dice:  "Lasí ó  

Tesorer as del Estado no podr n efectuar ning n pago sino en virtud de un decretoí á ú  

o resoluci n expedido por autoridad competente, en que se exprese la ley o laó  

parte  del  presupuesto  que  autorice  aquel  gasto.  Los  pagos  se  efectuar ná  

considerando, adem s, el orden cronol gico establecido en ella y previa refrendaci ná ó ó  

presupuestaria  del  documento que ordene el  pago."  La sentencia  al  hacerlo se 

infringir a lo se alado tanto el inciso 2° del art culo 4 y como en el inciso 3°í ñ í  

del  art culo  9,  ambos del  D.L.  N° 1263 sobre Administraci n Financiera delí ó  

Estado.

Indica  que el  art culo  4° del  D.L.  N° 1263 establece  y consagra  elí  

denominado principio de Legalidad del Gasto, al disponer: "Todos los ingresos que 

perciba el Estado deber n reflejarse en un presupuesto que se denominar  delá á  

Sector  P blico,  sin  perjuicio  de  mantener  su  car cter  regional,  sectorial  oú á  

institucional. Adem s, todos los gastos del Estado deber n estar contemplados en elá á  

presupuesto  del  Sector  P blico".  Lo  anterior,  significa  que  no  puede  haberú  

erogaci n o gasto p blico sin habilitaci n legal previa y que no se puede efectuaró ú ó  

cualquier  tipo  de  desembolso.  Los  nicos  v lidamente  ejecutables  son  aquellosú á  

descritos  en la  tipolog a del clasificador presupuestario respectivo y que no seí  

verifica respecto del pago de cotizaciones de seguridad social ni de salud para 

personas  que laboran en  la  Administraci n  bajo  una prestaci n  de servicios  aó ó  

honorarios.  En  este  sentido,  la  sentencia  que  condene  al  Fisco  al  pago  de 

cotizaciones previsionales respecto de una persona que presta servicios al Fisco, 

tambi n transgrede lo se alado en el inciso 3° del art culo 9° del mismo D.L.é ñ í  

N° 1263, que se ala: "En los presupuestos de los servicios p blicos regidos por elñ ú  

T tulo II de la ley N° 18.575 se deber n explicitar las dotaciones o autorizacionesí á  

m ximas relativas a personal. Para estos efectos, las dotaciones m ximas de personalá á  

que se fijen incluir n al personal de planta, a contrata, contratado a honorariosá  

asimilado a grado y a jornal en aquellos servicios cuyas leyes contemplen esta 

calidad".

De esta manera se ala que como se puede apreciar, mientras subsiste lañ  

relaci n bajo honorarios a suma alzada, el Fisco de Chile se encuentra f ctica yó á  
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jur dicamente imposibilitado para cumplir con lo se alado en el art culo 58 delí ñ í  

C digo del Trabajo, que ordena al empleador deducir de las remuneraciones lasó  

cotizaciones de seguridad social.

Lo anterior lleva a concluir que s lo por norma legal expresa un servicioó  

p blico puede contratar personal al amparo del derecho laboral com n, y si seú ú  

realizara ello, sin la existencia de una ley previa, se incurre en un il cito penal.í  

Para el caso de marras, no existe norma que autorizare o permitiese la contrataci nó  

sobre la base de un contrato regido por el C digo del Trabajo, por lo que nuncaó  

ha existido obligaci n de entero de cotizaciones en los organismos de seguridadó  

social. Antes de la presentaci n de la demanda que origin  este juicio no se hab aó ó í  

siquiera  cuestionado  o  discutido  la  existencia  de una relaci n  normada por  eló  

C digo del Trabajo y que por lo dem s se sigue ejecutando, y, por ende, no existeó á  

habilitaci n para el pago de cotizaciones previsionales.ó

Agrega que la presente demanda es demostrativa de que el actor intenta 

aprovecharse a su propio dolo. En efecto,  a trav s de la demanda interpuestaé  

pretende  que  se  declare  la  existencia  de  una  relaci n  laboral  con  el  servicioó  

demandado desde agosto del a o 2000 al 31 de diciembre de 2019. La teor a deñ í  

los actos propios se fundamenta en la buena fe que debe existir entre las partes de 

toda relaci n contractual, dentro de la cual se incluye, naturalmente, la prestaci n aó ó  

honorarios objeto de esta litis. Un ejemplo de lo anterior es que el demandante 

nunca solicit  que se descontara de sus honorarios el valor de las cotizacionesó  

previsionales y de salud, siendo que el estimaba que su contrato en realidad era de 

naturaleza  laboral,  m s  aun  teniendo  en  consideraci n  que  son  de  su  cargoá ó  

conforme lo dispuesto en el art culo 58 del C digo del Trabajo y 96 del Estatutoí ó  

Administrativo, sin embargo ahora pide el pago de ellas, siendo que estaba en 

conocimiento de su relaci n a honorarios, de hecho la sigue ejecutando, y nuncaó  

solicito  el  descuento  respectivo  o  hizo  el  pago  directamente  como  trabajador 

independiente cu l es su calidad jur dica.á í

Refiere que la conducta contraria a los actos propios es una contravenci n oó  

una infracci n del deber de buena fe, pues el hecho de que una persona trate, enó  

una determinada situaci n jur dica, de obtener la victoria en un litigio, poni ndoseó í é  

en contradicci n con su conducta anterior, constituye un proceder injusto y falta deó  

lealtad. He aqu  donde la regla, seg n la cual, nadie puede ir en contra de susí ú  

propios  actos,  se anuda estrechamente con el  principio de derecho que manda 

comportarse de buena fe en las relaciones jur dicas. El ejercicio contradictorio delí  

derecho  se  traduce  en  una  extralimitaci n  del  propio  derecho  y  ese  actoó  
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contradictorio provoca la inadmisibilidad de la pretensi n cuando el sujeto pasivo haó  

modificado su situaci n por la confianza que ha despertado en l la conductaó é  

vinculante, y en este sentido, la legislaci n laboral no puede considerarse aislada deló  

ordenamiento jur dico general, ni menos, el principio de buena fe.í

En  consecuencia,  sostiene  que  el  juez  laboral  no  puede  desatender  la 

voluntad de las partes que han decidido libremente NO vincularse laboralmente, 

han suscritos contratos sin ejercer alg n tipo de reclamo ni manifestando reparoú  

alguno, suscitando confianza en su contraparte y cuestion ndose s lo al momento deá ó  

interponer la demanda de autos, no obstante seguir prestando servicios a honorarios, 

lo que adem s de ser contradictorio, es un ejemplo claro de que el demandanteá  

act a contra sus propios actos. Dicho comportamiento deja en evidencia un atentadoú  

a la buena fe.

Por lo anterior, afirma con rotundo acento que nadie puede aprovecharse de 

su propia conducta, erosionando principios b sicos de equidad al intentar borrar yá  

desconocer unilateralmente lo que se ha desarrollado y aceptado por un tiempo, 

recibiendo los correspondientes e importantes beneficios por ello, ya que en ninguna 

parte del libelo de la demanda se aduce a que durante el tiempo que se ha 

mantenido  vigente  la  relaci n  civil  entre  las  partes  no  se  le  hayan  pagadoó  

oportunamente las prestaciones de car cter  econ mico a las  que tiene derecho,á ó  

resultando adem s un hecho cierto e indiscutido que durante todo el lapso deá  

tiempo que se han extendidos las correspondientes boletas de honorarios. En estos 

casos,  la  extensi n  de  dichas  boletas  importa  un  claro  indicio  de  aceptaci n,ó ó  

reiterada y mantenida en el tiempo, de las condiciones de contrataci n.ó

Alega que para el improbable evento que se considere que en el caso en 

estudio la situaci n f ctica en que la parte demandante presta servicios para eló á  

demandado no se ajusta a los t rminos del art culo 11 del Estatuto Administrativo,é í  

estar amos en presencia de un acto ilegal de la administraci n cuya sanci n ser a laí ó ó í  

nulidad del contrato a honorarios, mas no su transformaci n en un contrato deó  

trabajo,  m s  aun  considerando  que  la  relaci n  se  mantiene  vigente.  Nuestroá ó  

ordenamiento  jur dico  no  contempla  como  sanci n  para  los  actos  de  laí ó  

Administraci n que no cumplan con los requisitos legales la transformaci n del actoó ó  

en uno de distinta naturaleza. De modo que si se estableciera que las partes en la 

contrataci n del actor no se somete a las condiciones de accidentabilidad y noó  

habitualidad de los servicios o de cometidos espec ficos que se contempla en elí  

art culo 11 del Estatuto Administrativo, lo que existir a ser a un actuar no ajustadoí í í  

a derecho tornando ilegal el acto administrativo que aprob  el contrato, pero noó  

MYBRXSCXXQ



cabr a  ni  podr a  alterarse  la  calificaci n  judicial  del  contrato  a  honorariosí í ó  

transform ndolo en un contrato de trabajo.á

Sostiene que si se estimara que este organismo no actu  conforme a derechoó  

en la contrataci n de la parte demandante no puede generar otro acto jur dicoó í  

distinto, puesto que no existe norma legal alguna que habilite a la conversi n deló  

convenio a honorarios regido por el Estatuto Administrativo en un contrato de 

trabajo regido por el C digo del Trabajo o en otro acto de naturaleza jur dicaó í  

diferente. Adem s, debe considerarse que a n de admitirse la conversi n el actoá ú ó  

ineficaz  en  el  mbito  del  derecho  p blico  ser a  necesario  que  ese  acto  seá ú í  

transformara en un acto eficaz o legal. Sin embargo, debemos recordar que el 

ordenamiento jur dico no autoriza a la Administraci n a contratar personal bajo laí ó  

modalidad de un contrato de trabajo regido por el c digo del ramo, salvo enó  

situaciones excepcionales y autorizadas por ley que no corresponden a este caso.

Por consiguiente, se ala que no es factible que a trav s del mecanismo comoñ é  

es la conversi n del acto jur dico nulo se proceda a calificar ese acto como unó í  

contrato de trabajo, puesto que ello importar a generar un nuevo acto nulo, ya queí  

nuestro sistema legal no contempla que la Administraci n pueda contratar personaló  

bajo la figura de un contrato de trabajo. De esta manera, no resulta posible que 

una supuesta irregularidad se pretenda solucionar cometiendo una irregularidad de 

la misma entidad.

Adiciona que la parte demandante pretende que la existencia de sucesivos 

contratos a honorarios generara una leg tima expectativa de relaci n contractualí ó  

permanente y constante entre las partes, que asimila -err neamente- a una relaci nó ó  

contractual regida por el C digo del Trabajo. Tal entendimiento, es evidentementeó  

equivocado. A este respecto, la Contralor a General de la Rep blica, ha se alado ení ú ñ  

Dictamen N° 6.400 de 2 de marzo de 2018, expl citamente que: "El dictamení  

N° 22.766,  de  2016,  resolvi ,  en el  mbito  municipal,  que la  recontrataci nó á ó  

reiterada  de  los  funcionarios  afectados,  torn  en  permanente  y  constante  laó  

mantenci n del v nculo de los mismos, lo que determin , en definitiva, que losó í ó  

municipios involucrados incurrieran en una pr ctica administrativa que gener  paraá ó  

los recurrentes una leg tima expectativa que les indujo razonablemente a confiar ení  

la repetici n de tal actuaci n. (...) Sobre el particular,  se debe anotar que eló ó  

se alado dictamen arriba a las conclusiones rese adas en el apartado I de estasñ ñ  

instrucciones en relaci n con sucesivas designaciones a contrata, por lo que aquellasó  

s lo aplican para ese tipo de vinculaciones -o contrataciones similares, aun cuandoó  
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no tengan la misma denominaci n- y no para los contratos a honorarios." (Eló  

destacado es nuestro).

En  definitiva,  la  recontrataci n  reiterada  a  honorarios  no  torna  enó  

permanente y constante la mantenci n del v nculo entre las partes contratantes,ó í  

raz n por la cual su t rmino se rige indudablemente por sus propias cl usulas.ó é á

Postula que los anteriores argumentos por s  solos permiten desestimar ení  

todas y cada una de sus partes la demanda de autos, sin embargo, resulta oportuno 

indicar la improcedencia de las prestaciones solicitadas por la parte demandante, 

atendida la naturaleza jur dica de su vinculaci n con el Estado. Adem s reiteramosí ó á  

que demanda es gen rica y vaga en cuanto pide que se remitan las cotizacionesé  

previsionales  que  se  demandan  a  las  instituciones  pertinentes  sin  se alarñ  

precisamente cu les son esas instituciones, lo que claramente es otra raz n m s paraá ó á  

negar lugar a la misma.

Y  atendido  a  que  se  encuentra  vigente  la  prestaci n  de  servicios  aó  

honorarios  por  parte  del  demandante,  y  en  m rito  de  todo  lo  expuesto,  esé  

legalmente improcedente acceder a la pretensi n del actor.ó

Improcedencia del pago de cotizaciones previsionales, de salud y del fondo 

de  cesant a  y  de  seguro  de  accidentes  del  trabajo  de  la  ley  16.744,  porí  

enriquecimiento sin causa del actor.

Se ala que el pago de las cotizaciones es improcedente en casos que, comoñ  

en la especie, se discute entre las partes la existencia de un v nculo normado por elí  

C digo del Trabajo. En estos casos, la existencia de una relaci n de naturalezaó ó  

laboral nacer a s lo con la sentencia que acoge una demanda de esa naturaleza. Porí ó  

lo que la obligaci n de enterar cotizaciones s lo podr a exigirse a partir del inicioó ó í  

de la relaci n laboral ya declarada, jam s con anterioridad. Como ha dicho, eló á  

nico v nculo que existe durante el per odo que presta sus servicios el demandanteú í í  

son contratos  de prestaci n de servicios  de naturaleza civil,  en los que,  comoó  

contraprestaci n, se le pagan honorarios. As , el actor al recibir sus honorariosó í  

emite la respectiva boleta y esta parte procede a la retenci n del 10% de la mismaó  

por concepto de PPM, de conformidad con la ley. Por este motivo, la demandada 

jam s se ha encontrado obligada al pago de cotizaciones, ya que no existe uná  

v nculo  de  naturaleza  laboral  entre  las  partes,  por  lo  que  malamente  podr aí í  

encontrarse en mora de pagarlas. A mayor abundamiento, en virtud de la ley N.° 

20.255 y partir del a o 2012, todas las personas que prestan servicios bajo lañ  

modalidad de honorarios tienen la obligaci n personal (no traspasable a la personaó  
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o entidad a quien prestan sus servicios) de realizar cotizaciones previsionales para 

pensiones, seguro de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.

De esta forma, est n obligados a cotizar todas aquellas personas que:á

• Perciban honorarios por actividades independientes; o

•  Perciban rentas por Boletas de Honorarios; o

•  Perciban rentas por Boletas de Prestaci n de Servicios de Terceros; oó

• Perciban rentas por Participaciones de Sociedad de Profesionales.

Sostiene que de hecho, en los contratos del a o 2017, 2018 y 2019 señ  

establece en la cl usula novena la obligaci n de la persona que presta servicios deá ó  

realizar  cotizaciones  previsionales  para  pensiones,  accidentes  del  trabajo  y 

enfermedades profesionales y de salud.  Por lo dem s, debe recordarse que, deá  

acuerdo con el art. 17 del D.L. N.° 3500, el pago de las cotizaciones previsionales 

es de cargo del trabajador, correspondi ndole al empleador solo su retenci n yé ó  

posterior entero en la instituci n previsional correspondiente,  por lo que no esó  

procedente que el demandado pague, a su costa, las imposiciones previsionales.

Improcedencia del pago de cotizaciones previsionales por ser atentatorio al 

principio de legalidad.

A mayor abundamiento de todo lo se alado, y que hace improcedente elñ  

pago  de  cotizaciones,  en  el  mismo se  ha  manifestado  la  Ilustr sima  Corte  deí  

Apelaciones de Temuco en los autos caratulados "TEILLER CON INTENDENCIA 

DE LA ARAUCANIA" Rol: 398-2018 de fecha de mayo del 2018, al sostener que 

el Fisco de Chile no estaba facultado f ctica ni jur dicamente para retener y pagará í  

las cotizaciones previsionales conforme lo estable el art culo 58 del C digo delí ó  

Trabajo, por lo que actuar de dicha manera importar a una infracci n al principioí ó  

de legalidad contenido en el art culo 6 y 7 de la Constituci n Pol tica de laí ó í  

Rep blica. ú

En m rito  de lo  expuesto,  jam s  proceder a  condenar  al  Fisco  a pagaré á í  

cotizaciones con las multas y recargos legales, en el evento de que sea declarada la 

relaci n laboral.ó

Improcedencia del pago de cotizaciones de salud de forma retroactiva por 

enriquecimiento injusto de la entidad privada.
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Se ala que resulta improcedente la condena a pagar cotizaciones previsionalesñ  

de salud de forma retroactiva toda vez que las prestaciones de salud no fueron 

recibidas por la denunciante en su momento, y tampoco recibir  las prestaciones delá  

contrato de salud de forma retroactiva. Al respecto, as  lo sostiene la Jurisprudenciaí  

de la ICA de Santiago, en fallo sobre recurso de nulidad, Rol 2530-2018 caratulada 

JARA con FISCO DE CHILE se ala: "Tercero: Que, sin embargo, en lo que señ  

refiere a las cotizaciones de salud de infracci n de ley ser  acogida, ya que, taló á  

como lo indica la recurrente, no existe, para el trabajador un beneficio inmediato o 

futuro que pueda hacer valer con esos pagos, dado que las prestaciones de salud 

no existieron en su momento y la trabajadora no aport  antecedentes en esteó  

aspecto.  Entiende  esta  Corte  que  se  infringen  los  art culos  6° y 7° de laí  

Constituci n  Pol tica  y  el  art culo  2° de  la  Ley  19.880,  si  se  obliga  a  laó í í  

demandada a pagar en forma retroactiva este tipo de cotizaciones,  ya que el 

rgano p blico no puede ser obligado a imponer los aportes asistenciales de salud aó ú  

una entidad privada, que no ha sido parte en el juicio, como es la Isapre respectiva 

y que ser  la nica beneficiada con esos estipendios, ya que la trabajadora noá ú  

recibir  prestaciones con cargo a esos aportes, al no mediar un contrato de saludá  

que opere en forma retroactiva."

Improcedencia del pago de cotizaciones previsionales por enriquecimiento sin 

causa del actor.

Se ala que Ram n Meza Barros se ala con relaci n al enriquecimiento sinñ ó ñ ó  

causa  que  "a  menudo  una  persona  se  enriquece  en  desmedro  de  otra;  pero 

generalmente el incremento de un patrimonio, a costa del empobrecimiento de otro, 

opera por un justo motivo, por una causa leg tima, como una venta, una donaci n,í ó  

una asignaci n por causa de muerte.  Pero suele este fen meno producirse sinó ó  

causa  justificada,  sin  un  motivo  valedero,  como  si  una  persona  paga  lo  que 

realmente no debe. El que recibe el pago se enriquece a expensas del que lo 

efect a,  sin  motivo  plausible,  injustamente''2,  y  por  eso  la  teor a  delú í  

enriquecimiento sin causa "tiene por objeto precisamente evitar que una persona se 

enriquezca  a  costa  de  otra  si  no  puede  justificar  jur dicamente  esteí  

enriquecimiento”3.  El  enriquecimiento  sin  causa  en  materia  de  pago  de 

cotizaciones previsionales por aplicaci n de la ley Bustos puede fundarse en lasó  

siguientes argumentaciones:    

Por tratarse de sumas ya pagadas e incluidas en la remuneraci n pagada poró  

los servicios prestados.
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En relaci n con las cotizaciones de salud supuestamente adeudadas a lasó  

Instituciones de Salud Previsional (ISAPRES), se ala que respecto al pago de ellasñ  

se dan los supuestos o requisitos del enriquecimiento sin causa: 

1.-  Enriquecimiento  de  un  sujeto:  Para  estos  efectos  es  toda  ventaja 

patrimonial,  provecho  o beneficio  adquirido.   Concurre  este  requisito  desde  el 

momento que la ISAPRE recibe o recibir a lo correspondiente a las cotizaciones deí  

salud por un periodo ya concluido sin que en consecuencia haya prestado o tenga 

posibilidades de prestar la contraprestaci n que le corresponde realizar por los pagosó  

recibidos. (o bien recibe un doble pago en caso de que el prestador de servicios 

haya pagado dicha cotizaci n en su oportunidad)ó

2.- Empobrecimiento de otro: Se produce al tener que pagar el Fisco u 

organismo condenado por la sentencia.

3.- Correlatividad entre ambos: este punto, o requisito del enriquecimiento 

sin  causa,  puede  enunciarse  tambi n  como  la  relaci n  de  causalidad  entre  elé ó  

empobrecimiento y el enriquecimiento, es decir, se trata de que el enriquecimiento 

se deba, fundamentalmente, al empobrecimiento de otro, o dicho a la inversa, que 

el empobrecimiento de uno se deba fundamentalmente, al enriquecimiento del otro. 

El enriquecimiento de la instituci n de salud se debe al empobrecimiento del Estadoó  

que es quien realiza el pago.

4.- Ausencia de causa del enriquecimiento o carencia de causa: sobre este 

punto, se ala el profesor Pe ailillo, es necesario establecer que el enriquecimientoñ ñ  

de uno a expensas del otro sea "sin causa" que lo justifique. En rigor, todo hecho 

tiene una causa. De lo que se trata es exigir  a todo enriquecimiento,  o, m sá  

ampliamente,  a  toda  atribuci n  patrimonial,  una  causa  jur dicamente,  que  enó í  

derecho sea aceptable.

Entonces, no basta: ni un enriquecimiento de uno, por injustificado que sea, 

si no es a expensas de otro; ni un enriquecimiento a expensas de otro, si esa 

situaci n tiene una justificaci n o causa que lo explique.ó ó

Ante  este  punto  de  an lisis,  indica  que  se  presenta  claramente  elá  

enriquecimiento injustificado o sin causa, debido a que:

A) "No hay de por medio un contrato de prestaciones existente entre la 

instituci n previsional de salud y el trabajador", raz n por la cual no es sino hastaó ó  

la declaraci n de la sentencia que establece la existencia del contrato de trabajoó  

que  surgir n  derechos  y  obligaciones  de  l,  una  vez  celebrado.  Solo  en  eseá é  
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momento el trabajador puede hacer exigible la prestaci n, objeto de la obligaci n,ó ó  

por parte de la instituci n de salud, es decir, aquello que se ha de dar, hacer o noó  

hacer.  Prestaci n  que consiste  en atenciones  m dicas,  ex menes  de diagn stico,ó é á ó  

procedimientos cl nicos y/o terap uticos, intervenciones quir rgicas u otras, al tiempoí é ú  

del pago. Las cuales no se realizaron ni era posible realizarlas ante la ausencia del 

contrato de salud.

B) Por otra parte, existe la posibilidad de que se haya cotizado de forma 

voluntaria por parte del trabajador, recibiendo el prestador un pago o doble pago 

por  un  servicio  prestado,  concluyendo  as  la  existencia  de  un  enriquecimientoí  

injustificado al configurarse los presupuestos doctrinarios.

En s ntesis, ordenado el pago retroactivo de cotizaciones de salud, existir aí í  

enriquecimiento il cito, tanto cuando no hay contrato de salud anterior, por pagarseí  

prestaciones de salud imposibles de otorgar, y cuando el trabajador tiene contrato, 

pues ese caso se pagar a doblemente a la instituci n de salud.í ó

Indica que como consecuencia de lo expuesto en los ac pites anteriores sobreá  

la  improcedencia  del  pago  de  cotizaciones  previsionales,  resultan  tambi né  

improcedentes los reajustes, intereses y costas solicitados en el libelo, puesto que 

entre su representado y el actor  jam s ha existido un contrato de trabajo niá  

relaci n laboral, y no caben dichas prestaciones, en consecuencia, nada procedeó  

salvaguardar de la desvalorizaci n monetaria, y jam s existir  mora por su falta deó á á  

cumplimiento. En subsidio, tales reajustes e intereses s lo podr n calcularse a partiró á  

de  la  ejecutoriedad del  fallo  que  declara  la  existencia  de  la  relaci n  laboral.ó  

Asimismo, tampoco procede que esta parte sea condenada en costas, atendido que 

se ha tenido motivo plausible para litigar.

Previas citas legales solicita tener por contestada la demanda de autos, en los 

t rminos precedentemente expuestos y, en su oportunidad, acoger las excepcionesé  

interpuestas; o en subsidio, rechazar la demanda en todas sus partes, con costas.

TERCERO: Que,  con fecha  03 de septiembre  de 2019,  se celebr  laó  

audiencia preparatoria, oportunidad en la que la demandante evacuo el traslado de 

las excepciones opuesta, dej ndose su resoluci n para definitiva. Luego se llam  aá ó ó  

las partes a conciliaci n, la que no pudo prosperar. Acto seguido se establecieronó  

como hechos a probar:

1. La existencia de relaci n laboral entre Bernardo Luis Hern ndez Ferradaó á  

con el Fisco de Chile. Y en la afirmativa, fecha de inicio del v nculo contractual,í  

labor desempe ada, lugar en que trabajaba y monto de su remuneraci n mensual;ñ ó
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2. Efectividad que el actor se ha desempe ado de manera continua para elñ  

Fisco desde el 10 de noviembre de 1993 hasta el d a de hoy. En la afirmativa,í  

antecedentes, pormenores y circunstancias en que ello se produce;

3. La obligaci n de la demandada de pagar cotizaciones previsionales y deó  

salud al actor donde el periodo trabajado, de seguro de accidente del trabajo y 

durante todo el periodo trabajado. Y en la afirmativa, antecedentes, pormenores y 

circunstancias en que ello se produce.

CUARTO: Que, las partes para acreditar sus dichos incorporaron al proceso 

los siguientes medios legales de convicci n:ó

LA PARTE DEMANDANTE INCORPORA:

Documental:

1. Certificado de Experto Administrativo de enero de 2017.

2. Evaluaci n de desempe o del actor del 01 de febrero al 30 de junio.ó ñ

3. Certificado de Acreditaci n como Operador del actor del 2008.ó

4. Certificado de Acreditaci n del actor del a o 2012.ó ñ

5. Certificado del actor con desempe o en Subsecretaria del Interior delñ  

Ministerio del Interior, desde el 10 de noviembre de 1993 a la fecha, expedido con 

fecha 13 de 

6. Correo  electr nico  con  fecha  06 de mayo de 2013 17:10  horas;ó  

Correo  electr nico  con  fecha  25  de  octubre  de  2004  09:13  horas.;  Correoó  

electr nico con fecha 24 de noviembre de 2016 09:58 horas; Correos electr nicosó ó  

con fecha 23 de noviembre de 2016 de las 17:18 horas, 16:31, 16:08, 15:54, 12:40 

horas; Correos electr nicos con fecha 25 de septiembre de 2014 de las 14:33,ó  

13:18, 13:02 horas con documento adjunto cotizaci n letrero en bronce; Correoó  

electr nico con fecha 29 de abril de 2015 19:52; Correo electr nico con fecha 28ó ó  

de abril de 2015; 11:18; Correos electr nicos con fechas:.11 de diciembre de 2014ó  

16:20;  02 de diciembre de 2014 15:04; 24 de noviembre de 2014 09:48; 21 de 

noviembre de 2014, 01 (2); 17.04 de marzo de 2014 12:46, 12:33, 12:06, 11:54, 

11:33; 18. 04 de agosto de 2014 19:38; 19.26 de diciembre de 2003; 20. 05 de 

agosto de 2014 10:54; 21.24 de junio de 2014 14:46; 22.24/07/2014 12:48, 12:46, 

12:42, 10:13; 23.23 de julio de 2014 13:12; 24. 05 de agosto de 2014 17:35, 

17:50 25.22 de julio de 2014 18:22; 26.18 de julio de 2014 16:16, 14:08, 09:50; 
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27.17 de julio de 2014 14:38; 28.14 de julio de 2014 17:29; 29. 02 de diciembre 

de 2016 17:09, 17: 05, 09:59; 30.30/11/16 11:58; 31.02 de enero de 2014 16:15; 

30 de diciembre de 2013 09:39; 33. 02 de enero de 2019 10:29; 34. 02 de junio 

de 2016 09:41; 35. 01 de junio de 2016 16:18; 36. 03 de abril  de 2014 15:49, 

15:47, 14:59; 37. 03 de agosto de 2012 09:34, 09:23; 07 de septiembre de 2016 

17:18 (2), 14:54; 39. 08 de agosto de 2012 10:22; 07 de agosto de 2012 17:58; 8 

de septiembre de 2016 17:55, 15:53; 42. 09 de agosto de 2012 10:18; 08 de 

agosto  de  2012  17:53,  05:46,  17:19,  05:09;  9  de  julio  de  2012  11:44  con 

documento adjunto de Turistour; 06 de febrero de 2014 13:19, 12:36; 46. 04 de 

febrero de 2014 15:17, 13:33, 05 de enero de 2017 14:21; 09 de enero de 2017 

11:27, 11:05; 07 de mayo de 2013 09:01; 06 de mayo de 2013 17:10 (2);.6 de 

agosto de 2014 13:02;.22 de julio de 2014 17:05, 16:44, 11:39; 2 de julio de 2014 

17:05, 16:51, 15:48; 17 de julio de 2014 13:50, 13:13, 13:16 con documentos 

adjuntos17de junio de 2014 17:48, 16:52; 06 de febrero de 2004 17:27; 6 de 

enero de 2017 11: 11:06, 10:41, 10:18, 17:35, 5:29, 16:13, 16:12, 16:08; 30 de 

diciembre de 2016 18:26; 04 de enero de 2017 09:25; 03 de enero de 2017 16:57, 

16:52; 7 de mayo de 2013 09:01; 31 de mayo de 2019 15:46, 11:02; 01 de julio 

de 2004 12:19; 19 de julio de 2004 13:12; 04 de marzo de 2014 12:33, 12:18; 21 

de febrero de 2014 13:15, 12:37; 20 de febrero de 11:26.

Testimonial: Previamente  juramentadas,  declararon  do a  Yheni  Elenañ  

Graciela Le n B rquez, C.I. N°7.252.844-1 y do a Karina Cecilia Fern ndez, C.I.ó ó ñ á  

N°13.482.799-8, cuyas declaraciones constan ntegramente en registro de audio.í

Exhibici n de documentos:ó

La demandada exhibe:

1.  Informes  de  gesti n  mensual  y  anual  respecto  de  todo  el  periodoó  

contratado, esto es desde 1993 hasta esta fecha.

2. Registros de ingreso y salida del demandante por el periodo demandado, 

entre 1993 y 2019.

3. Decretos que aprueban la Contrataci n a honorarios del demandante poró  

el periodo laboral demandado, entre 1993 y 2019.

4.  Contratos  a honorarios  celebrados  entre  las  partes  correspondientes  al 

periodo laboral demandado, entre 1993 y 2019.

Oficios:
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Se incorpora mediante lectura resumida, respuesta de  Superintendencia de 

Pensiones

LA PARTE DEMANDADA INCORPORA:

Documental:

1. Copia de Decreto TRA N°122343/31/2019 de fecha 21 de enero de 

2019 que aprueba contrato de honorarios a suma alzada del demandante para el 

a o 2019.ñ

2. Copia de Decreto TRA N°122343/90/2018 de fecha 30 de agosto de 

2018 que aprueba contrato de honorarios a suma alzada del demandante para el 

a o 2018.ñ

3. Copia de boletas de honorarios de mayo, junio y julio de 2019.

El  Tribunal  tiene  por  incorporada  la  prueba  documental  de  la  parte  y 

ordena su custodia.

Testimonial: Previamente  juramentado  declara  don  Roberto  Andr s  deé  

Petris Mayol, cuya declaraci n consta en audio.ó

Exhibici n de documentosó :

El demandante exhibe:

1. Declaraciones de impuestos de los a os 2014, 2015, 2016, 2017, 2018 yñ  

2019 El Tribunal tiene por cumplida con la diligencia.

Oficios:

Se incorpora mediante lectura resumida respuesta de Superintendencia de 

Pensiones.

QUINTO:  Que, en cuanto a la incompetencia respecto a la declaraci n deó  

existencia  de  relaci n  laboral,  esta  deber  ser  desestimada,  pues  debe  tenerseó á  

presente que lo alegado por la parte demandante es la declaraci n por parte deló  

tribunal, que la relaci n jur dica que los uni  era de car cter laboral y no civil, sinó í ó á  

perjuicio de suscripci n de contratos a honorarios.ó

 Que de esta forma y siendo lo pedido al tribunal, un pronunciamiento 

acerca  de  laboralidad  o  no  de  un  determinado  v nculo,  lo  cual  se  encuentraí  

debidamente contemplado en la letra a) del art culo 420 del C digo del Ramo, yí ó  
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sin perjuicio de lo que se pueda resolver en definitiva, luego de apreciarse los 

medios de prueba rendidos y asentar los hechos del juicio, se estima que este 

tribunal es competente para conocer de la demanda de autos.

Que as  lo ha resuelto la Ilustr sima Corte de Apelaciones en autos rol 1401-í í

2012 al pronunciarse acerca de una excepci n de incompetencia, indicando "todaó  

vez que la  acci n  interpuesta  se  inserta  dentro  de  la  regla  de atribuci n  deó ó  

competencia que asigna el art culo 420 del C digo del Trabajo, en su literal a),í ó  

siendo  una  cuesti n  completamente  distinta  el  xito  de  la  misma  lo  que,  enó é  

definitiva, depender  de los hechos asentados en el juicio”.á

SEXTO:  Que,  as  las  cosas  solo  cabe  rechazar  la  excepci n  deí ó  

incompetencia  en los  t rminos  que ha sido planteada,  conforme se dir  en loé á  

resolutivo del presente litigio.

S PTIMOÉ : Que, respecto a la excepci n de prescripci n,  en la especie,ó ó  

como la acci n ejercida tiene por finalidad obtener la declaraci n de la existenciaó ó  

de una relaci n laboral que ha sido controvertida, de la cual emanan los derechosó  

cuya condena el actor persigue, la norma aplicable es la contemplada en el inciso 

1° del art culo 510 del C digo del Trabajo, que establece un plazo de dos a osí ó ñ  

para que se declare que la acci n se extingui  por la prescripci n, el cual seó ó ó  

contabiliza, conforme se prescribe textualmente, a partir de la data en que se hizo 

exigible,  debiendo entenderse ,  en estricto  rigor,  la  expresi n "derechos",  comoó  

referida al concepto de acci n, en cuanto herramienta para exigir ciertos derechos;ó  

en tal contexto, es claro que la materia de derecho que requiere pronunciamiento, 

gira en torno a la fijaci n del momento en que la pretensi n descrita se hizoó ó  

exigible para iniciar el c mputo del instituto extintivo en cuesti n.ó ó

Que, se ha dicho para dicha determinaci n, que es necesario recordar que eló  

derecho del trabajo, en cuanto disciplina jur dica especializada y aut noma, surgeí ó  

sobre  la  base  de  consideraciones  concretas  que  tienen  por  objeto  reparar  el 

desequilibrio evidente que fluye en las relaciones de trabajo entre el empleador y 

el trabajador, por cuanto el primero se beneficia de los servicios del segundo a fin 

de  favorecer  su  emprendimiento,  organizando  la  fuerza  de  trabajo  para  la 

consecuci n de logros que lo favorecen, mientras que aquel, coloca a su disposici nó ó  

sus esfuerzos f sicos e intelectuales, someti ndose a su subordinaci n y dependencia,í é ó  

a cambio de un salario o remuneraci n, que normalmente corresponde a la fuenteó  

de su sustento individual o familiar. 
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Dicha asimetr a material coloca al trabajador en una posici n desmejoradaí ó  

que atenta  contra el  ejercicio  pleno de la  autonom a de la  voluntad -base yí  

fundamento de legitimidad del derecho contractual-, lo que justifica la introducci nó  

de elementos que buscan equiparar ambas posiciones, y lograr una real alteridad en 

la  din mica  convencional,  que,  en  la  especie,  se  plasman  en  los  denominadosá  

principios del derecho del trabajo, y su car cter finalista y tutelar, medidas yá  

principios que buscan otorgar debida protecci n a la parte estructuralmente d bil enó é  

la  din mica  de  las  relaciones  laborales,  reconocida  en  consideraci n  a  laá ó  

paradigm tica falta de isonom a que existe entre un trabajador individual y elá í  

empleador,  no s lo en materia  de negociaci n  del  contenido contractual  de  laó ó  

relaci n de trabajo, sino, incluso, en la definici n de su naturaleza, contexto en queó ó  

debe ser analizada la materia de derecho objeto del presente litigio. 

OCTAVO: Que, en tal orden de cosas, se ha sostenido por la doctrina que 

la instituci n de la prescripci n se opone a principios del derecho laboral, como eló ó  

de  la  irrenunciabilidad,  entendida  como  la  "imposibilidad  jur dica  de  privarseí  

voluntariamente  de  una  o  m s  ventajas  concedidas  por  el  derecho  laboral  ená  

beneficio propio" (como lo define el profesor Am rico Pl  Rodr guez en su art culoé á í í  

"Renuncia y protecci n en el Derecho del Trabajo", en Revista Jur dica Legislaci nó í ó  

del  Trabajo,  T.  XXVIII  N° 127,  Montevideo,  p.  195),  sin  embargo,  nuestro 

ordenamiento,  como  otros  en  el  derecho  comparado,  permiten  este  modo  de 

extinguir las acciones y derechos, pero limitando o acotando su eficacia, a fin de 

garantizar al trabajador la m s amplia posibilidad de reclamar sus derechos. Ello seá  

logra, entre otras f rmulas, a trav s de la fijaci n del momento de inicio de suó é ó  

c mputo, que en general, en la legislaci n comparada, se consagra a la poca deló ó é  

t rmino del contrato (como sucede en Brasil, Espa a, Uruguay y otros), pues dichaé ñ  

f rmula garantiza una mejor cobertura y protecci n de los derechos del asalariado,ó ó  

por cuanto no olvida que la prescripci n extintiva, si bien es una sanci n que seó ó  

impone al acreedor poco diligente, en el mbito laboral, tal inactividad encuentra suá  

sentido en la posici n desmedrada en que se encuentra el trabajador, quien prefiereó  

evitar conflictos con su empleador a fin de asegurar su salario, y suele accionar 

judicialmente solamente una vez que la relaci n laboral lleg  a su fin.ó ó

NOVENO: Que, conforme se transcribi , el art culo 510 del estatuto deló í  

trabajo  opera  bajo  la  l gica  de  distinci n  de  la  naturaleza  de  la  prestaci nó ó ó  

demandada, a fin de aplicar uno u otro r gimen de prescripci n. Sin embargo, ené ó  

el caso de su inciso primero, la voz "desde la fecha en que se hicieron exigibles", 

debe ser interpretada conforme lo expuesto precedentemente.
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En efecto,  controvirti ndose  en  la  especie  la  existencia  de una  relaci né ó  

laboral,  la  parte  demandada  pretende que  la  acci n  que  busca  su declaraci nó ó  

prescriba en dos a os contados desde la celebraci n del contrato de honorarios -enñ ó  

la especie, acaecido en enero de 2017, es decir, dos a os antes de la demanda-, yñ  

no desde su t rmino.é

Tal predicamento, como se puede inferir, pugna con la naturaleza tuitiva del 

derecho del trabajo en el cual se inserta la discusi n, pues la interpretaci n de laó ó  

norma en comento debe ser coherente con los basamentos de esta disciplina, los 

que operan justamente como criterios de comprensi n de la normativa aplicable. ó

En tal sentido, se ha entendido por la Excelent sima Corte Suprema que, siní  

perjuicio del derecho a reclamar el reconocimiento de una relaci n laboral que haó  

sido desconocida por el empleador, durante toda su vigencia - en la medida que se 

den los presupuestos que la hacen exigible -, el plazo de prescripci n de la acci nó ó  

s lo puede comenzar a correr desde la poca en que se le puso t rmino, seg n eló é é ú  

inciso primero del art culo 510 del cuerpo legal citado."í

Que, as  las cosas no habi ndose extinguido el v nculo que uni  a las partes,í é í ó  

a n no ha comenzado a correr el plazo de prescripci n alegado, por lo que laú ó  

excepci n en an lisis deber  ser desestimada. ó á á

D CIMOÉ : Que en la discusi n que nos convoca, resulta atingente mencionaró  

que  en  el  ltimo  tiempo,  nuestra  Excelent sima  Corte  Suprema,  ha  sostenidoú í  

invariablemente que “corresponde calificar como vinculaciones laborales, sometidas 

al C digo del Trabajo,  las relaciones habidas entre aqu llos en la medida queó é  

dichas vinculaciones se desarrollen fuera del marco legal que establece para el–  

caso- el art culo 4° de la Ley N° 18.883, que autoriza la contrataci n sobre laí ó  

base de honorarios  ajustada a las condiciones que dicha norma describe,  y se 

conformen a las exigencias establecidas por el legislador laboral para los efectos de 

entenderlas  reguladas  por  la  codificaci n  correspondiente.  Tal  es  la  correctaó  

doctrina, que, adem s, ha mantenido esta Corte en el ltimo tiempo”, v. gr., Rolesá ú  

N°11.584-14, N°24.388-14 y N°23.647-14 (este ltimo, contra el Servicio deú  

Vivienda y Urbanismo)”.

Que, dicho lo anterior, conviene indicar que el razonamiento efectuado por 

el m ximo Tribunal, tiene su fundamento en la circunstancia que el  C digo delá ó  

Trabajo,  constituye la regla general en el mbito de las relaciones laborales, y,á  

adem s, porque una conclusi n en sentido contrario significar a admitir que, noá ó í  

obstante concurrir todos los elementos de un contrato de trabajo, el trabajador 
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queda al margen del Estatuto Laboral, en una situaci n de precariedad laboral queó  

no tiene justificaci n alguna.ó

Pero,  resulta  propio  indicar,  que  tal  como  lo  ha  se alado  nuestrañ  

Excelent sima Corte Suprema, que  “tal calificaci n no implica, en ning n caso,í ó ú  

desconocer  la facultad de la administraci n para contratar  bajo el  r gimen deó é  

honorarios que consulta el art culo 10° de la Ley N° 18.834, esto es, cuandoí  

necesite  de  profesionales  o  t cnicos  de  educaci n  superior  o  expertos  ené ó  

determinadas materias y que deban realizar labores accidentales, no habituales, o se 

trate de la prestaci n de servicios para cometidos espec ficos; raz n por la que noó í ó  

se presenta alg n problema de colisi n entre las normas del citado c digo y delú ó ó  

estatuto funcionario aludido, sino s lo de determinaci n de los presupuestos deó ó  

procedencia normativa que subyacen en cada caso,  para discernir qu  regla esé  

pertinente, y lo ser  aquella que se erige en el mencionado art culo 10°, siempreá í  

que el contrato a honorarios sea manifestaci n de un mecanismo de prestaci n deó ó  

servicios,  a trav s  del  cual  la  administraci n  pueda contar  con  la  asesor a  deé ó í  

expertos en determinadas materias, cuando necesita llevar a cabo labores propias y 

que  presentan  el  car cter  de  ocasional,  espec fico,  puntual  y  no  habituales”;á í  

an lisis,  que  permite  establecer  que  no  en  todos  los  casos,  resulta  posible  laá  

aplicaci n supletoria a quien prestaron servicios para el rgano estatal de nuestraó ó  

legislaci n laboral, determinaci n entonces,  que constituye el objeto central deló ó  

presente fallo. 

M xime si se considera que es el propio art culo 1° del C digo el queá í ó  

expresamente dispone: Estas normas no se aplicar n, sin embargo, a los funcionariosá  

de  la  Administraci n  del  Estado,  centralizada  y  descentralizada,  del  Congresoó  

Nacional y del Poder Judicial, ni a los trabajadores de las empresas o instituciones 

del Estado o de aquellas en que ste tenga aportes, participaci n o representaci n,é ó ó  

siempre que dichos funcionarios o trabajadores se encuentren sometidos por ley a 

un estatuto especial .»

Que,  conforme  se  ha  dicho  existe  abundante  jurisprudencia,  que  ha 

establecido  la  aplicaci n  de  supletoria  del  C digo  del  Trabajo,  a  quienes  hanó ó  

prestado servicio para los rganos del estado, s lo en cuanto en su contrataci n noó ó ó  

se haya respetado los m rgenes establecidos en los estatutos que las regula, y queá  

en el  caso espec fico  de los  funcionarios  a honorarios,  como bien se sabe,  elí  

art culo 10 del Estatuto Administrativo, dispone que dicha contrataci n solo resultaí ó  

aplicable en los siguientes casos: 
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1.-A  qui nes?  a)  profesionales,  b)  t cnicos  de  educaci n  superior  o  c)é é ó  

expertos  en  determinadas  materias;  cuando?  cuando  deban  realizarse  labores 

accidentales y que no sean las habituales de la instituci n, mediante Decreto. ó

2.- A qui nes? extranjeros que posean t tulo correspondiente a la especialidadé í  

que se requiera.

3.-Y a todos quienes presten servicios para cometidos espec ficos, conforme aí  

las normas generales.

Es decir, ante este Tribunal, lo que se discutir , y constituir  el verdaderoá á  

objeto del juicio, en opini n de esta Magistrado, ser  establecer si la contrataci nó á ó  

de la demandante,  se enmarc  dentro de lo dispuesto en la norma reci n citada.ó é

Que, en este punto, la Jurisprudencia ha establecido que la contrataci n aó  

honorarios de los rganos del Estado,  respecto a las hip tesis del art culo 10 yaó ó í  

mencionado, debe entenderse a quienes sean contratados para desarrollar una labor 

accidental y no habitual del organismo, entendiendo por esto ltimo, a aquellas queú  

son ocasionales, esto es, circunstanciales, accidentales y distintas de las que realiza 

el personal de planta o a contrata;   

En tanto que cometidos espec ficos, lo constituyen las labores puntuales, esí  

decir, aqu llas que est n claramente determinadas en el tiempo y perfectamenteé á  

individualizadas, y que, excepcionalmente -en caso alguno de un modo continuo-, 

pueden consistir en funciones propias y habituales del ente municipal.

UNDECIMO: Que, establecido lo anterior resulta propio indicar, que entre 

las partes de este juicio, no ha sido discutido que el demandante presto servicios 

para la comisi n de derechos humanos dependiente del Ministerio del Interior, poró  

el periodo comprendido entre el 10 de noviembre de 1993 y el 31 de diciembre de 

2016,   y  luego  fue  contratado  a  contar  del  01  de  enero  de  2017,  por  la 

subsecretaria  de  Derechos  Humanos  mediante  sendos  contratos  a  honorarios 

sucesivos, el primero en la fecha indicada, que luego fue renovado el 1 de enero 

de 2018, y el 1 de enero de 2019, conforme dan cuenta los contratos incorporados.

Que, asimismo conforme a la prueba incorporada por el demandante, relativa 

a certificado de experto administrativo, es posible tener por acreditado que durante 

los a os 1993 y 1997, el demandante presto servicios, para la antecesora de lañ  

citada  comisi n  de  derechos  humanos,  esta  es,  la   Corporaci n  Nacional  deó ó  

Reparaci n y Reconciliaci n.ó ó
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DUODECIMO: Que, respecto al primer periodo, esto es, desde el 10 de 

noviembre de 1993 y el 31 de diciembre de 2016, s lo existen los dichos de lasó  

partes respecto a los servicios prestados por el actor, a la denominada Comisi n deó  

Derechos Humanos, dependiente hasta diciembre de 2016 del Ministerio del Interior, 

limit ndose el demandante a se alar que prest  servicios en calidad de honorariosá ñ ó  

para  dicha  comisi n,  pero  nada  respecto  a  los  contratos  celebrados  en  dichoó  

periodo, las funciones prestadas, los honorarios percibidos, etc., de hecho cuando 

hace referencia a las funciones, y honorarios cita al ltimo contrato celebrado conú  

la  demandada,  y  las  relaciona  con  los  fines  de  la  subsecretaria  de  derechos 

humanos creada por el Decreto con Fuerza de Ley N° 3 de 2016, omisiones que 

ante la nula incorporaci n de los contratos celebrados con anterioridad a la creaci nó ó  

de  la  mentada  subsecretaria,  impiden  establecer  con  meridiana  claridad,  que 

funciones  cumpl a,  y  sobre  todo  la  naturaleza  de  las  mismas,  considerandoí  

especialmente,  que  desde  el  a o  1993  el  demandante  presto  servicios  en  lañ  

Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, entidad creada por la leyó ó ó  

Nº 19.123, la que establece en su art culo 16 que “í La Corporaci n Nacional deó  

Reparaci n y Reconciliaci n tendr  una vigencia legal de 24 meses, contados desdeó ó á  

la fecha de publicaci n de esta ley.  Transcurrido este lapso se extinguir  por suó á  

solo ministerio. Sus bienes quedar n a disposici n del Fisco o de alguno de susá ó  

organismos, lo que se determinar  mediante decreto supremo del Ministerio delá  

Interior. Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente de la Rep blica podr  prorrogarú á  

su vigencia por un plazo no superior a doce meses”, es decir, era de naturaleza 

transitoria,   y que desde el  a o 1997 al  2016,  presto servicios  para el  “Elñ  

Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad P blica”ú  

tiene su origen en el Decreto 1005 de 1997, que reglamenta la funci n asumidaó  

por el ministerio del Interior, de competencia de la ex corporaci n de reparaci n yó ó  

reconciliaci n que creo la ley nº 19.123, decreto que establec a en su art culoó í í  

3º, que  “Para el  cumplimiento  de las  funciones  asignadas  al  Ministerio  del  

Interior por la referida glosa presupuestaria podr  contratarse personal transitorio oá  

sobre la base de honorarios, adem s de los funcionarios que puedan destinarse a laá  

Unidad encargada de ejecutarlas. Asimismo, el Ministerio podr  solicitar a cualquierá  

servicio, organismo o instituci n del Estado la colaboraci n de funcionarios de susó ó  

respectivas dependencias, mediante las correspondientes comisiones de servicios”, 

objetivos, y marco legal que supone de suyo respecto al periodo comprendido entre 

el a o 1993 y 1997,  la contrataci n a honorarios, y luego desde la creaci n de lañ ó ó  

“comisi n de derechos humanos”, conforme a lo se alado expresamente por eló ñ  

decreto 1005 ya citado, la contrataci n de  todo el personal que prestaba serviciosó  

en ella, deb a ser  en calidad de honorarios, antecedentes que  impiden en autos,í  
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concluir que los servicios prestados por el demandante, primero para la Corporaci nó  

Nacional  de  Reparaci n  y  Reconciliaci n,  y  luego  para  comisi n  de  derechosó ó ó  

humanos  mientras  fue  dependiente  del  Ministerio  del  Interior,  no  se  encuadre 

dentro de lo dispuesto en el art culo 10 de la Ley 18.834, pues por mandato legalí  

no pod a ser de otro modo, debiendo entonces  desecharse lo solicitado por elí  

demandante  respecto  a  declarar  que  existi  un  v nculo  de  naturaleza  laboral,ó í  

durante el periodo que presto servicios para la Corporaci n Nacional de Reparaci nó ó  

y Reconciliaci n y para el programa de derechos humanos, esto es, desde el 10 deó  

noviembre de 1993 y el 31 de diciembre de 2016, pues durante dicho periodo 

conforme a lo ya se alado, su contrataci n se ajust  a derecho.ñ ó ó

DECIMO  TERCERO:  Que,  conforme  lo  ya  dicho,  corresponde  ahora 

establecer si en los hechos la contrataci n del demandante con la Subsecretaria deó  

Derechos Humanos, se enmarca dentro de lo dispuesto en el citado art culo 10 deí  

la citada ley 18.834, teniendo presente que como ya se indic , entre las partes deó  

este juicio se celebraron 3 contratos a honorarios sucesivos, con vigencia el primero 

desde 1 de enero de 2017 al 31 de diciembre de 2017, el  segundo con vigencia 

entre el  1 de enero de 2018 al 31 de diciembre de 2018, y el ultimo vigente a la 

fecha de interposici n de la demanda, entre el 1 de enero al 31 de diciembre deó  

2019.

Ahora  bien  corresponde  tambi n  indicar,  que  dichos  contratos  fueroné  

celebrados por distintos periodos, pero todos para cumplir id ntica funci n, as  deé ó í  

su lectura es  posible  establecer  que fue contratado para realizar  las  siguientes 

funciones: 

- Gestiona Procesos de Abastecimiento de la Subsecretar a de Derechosí  

Humanos.

- Realiza seguimiento de los procesos de Abastecimiento.

- Brinda apoyo en procesos relacionados a Servicios Generales.

- Proporciona  soluciones  frente  a  contingencias,  asegurando  de  no 

alterar el funcionamiento de la Subsecretar a de Derechos Humanos.í

- Gestiona mejoras para el rea.á

- Entrega asesor a t cnica asociada al rea de especialidad.í é á

Que,  asimismo se  establece  que los  servicios  se  prestar n por  44 horasá  

semanales, distribuidas de lunes a viernes, bajo las mismas condiciones del Servicio 
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en general. El control y registro se llevar  a cabo a trav s de los procedimientosá é  

establecidos para todo el personal, y que tiene derecho a percibir la suma de 

$1.110.493 mensuales, respecto al ltimo contrato del a o 2019, contra informe yú ñ  

emisi n de boletas a honorarios. Asimismo se establece que tendr  una serie deó á  

beneficios como vacaciones, permisos, etc.

Que, en este orden de ideas, lo cierto es, que de los contratos incorporados 

se infiere que la labor que deb a y debe desempe ar el actor durante los contratosí ñ  

celebrados, es la de gesti n, apoyo, seguimiento, y asesor a t cnica de procesos deó í é  

abastecimiento y servicios generales, todas labores establecidas en t rminos generales,é  

para un rea que funciona en forma permanente en la subsecretaria de derechosá  

humanos,   y considerando que conforme a la  ley 20.885  que crea  la  citada 

subsecretaria, en su art culo tercero transitorio, facultaba dictar todas las normasí  

necesarias para la adecuada estructuraci n y funcionamiento de las plantas que fije,ó  

y en especial, el n mero de cargos para cada planta, los requisitos espec ficos paraú í  

el  ingreso  y  promoci n  de  los  mismos,  y  sus  denominaciones,  resultabaó  

perfectamente posible asignarle al demandante un cargo de planta o a contrata, no 

encontr ndose limitada respecto al n meros de funcionarios, y cargos, as  las cosasá ú í  

no puede inferirse que las labores para las que fue contratado la demandante 

hayan sido para cometidos espec ficos, por cuanto los mismos requieren que seaní  

labores puntuales, es decir, aqu llas que est n claramente determinadas en el tiempoé á  

y perfectamente individualizadas, y que, excepcionalmente -en caso alguno de un 

modo continuo-, pueden consistir en funciones propias y habituales del ente p blico,ú  

presupuesto que como se dijo no se observa de las funciones descritas en los 

sucesivos contratos a honorarios ya individualizados los que se mantienen vigentes 

por 3 a os ininterrumpidos, las que adem s eran propias y permanentes de lañ á  

demandada, pues como se dijo, los procesos de abastecimientos de la subsecretaria 

son necesidades propias del servicio. 

Que, en este sentido no basta para lograr la especificidad requerida, que las 

labores sean descritas en los contratos a honorarios,  sino que las mismas sean 

temporales, y acotadas a un fin determinado. 

DECIMO CUARTO: Que, en consecuencia, habi ndose establecido que, ené  

la  especie,  la  contrataci n  del  actor  para prestar  sus  servicios  a trav s  de laó é  

subscripci n de sucesivos contratos a honorarios desde el 01 de enero del a o 2017,ó ñ  

no se encuadra dentro de lo dispuesto en el art culo 10 de la Ley N° 18.834, yí  

d ndose en la especie todos los elementos propios de la relaci n laboral, es posibleá ó  

concluir, que este ha prestado servicios en las condiciones previstas por el C digoó  
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del Trabajo, y por lo tanto, la naturaleza del v nculo que une a las partes de esteí  

juicio, es laboral, y no estatutaria como lo ha se alado la demandada, ya que comoñ  

se dijo aquella no justific  la contrataci n en los presupuestos ya indicados, por loó ó  

cual se acoger  la demanda de autos, en cuanto a declarar la existencia de unaá  

relaci n laboral en los t rminos del art culo 7° del C digo del Trabajo, entre lasó é í ó  

partes de autos, durante el periodo que se indica.

Que, en cuanto a la alegaci n del demandado, relativa a que a esta Juez leó  

est  vedada la facultad de declarar la existencia de la relaci n laboral, ya que hayá ó  

un contrato de honorarios vigente, la misma debe ser desestimada, pues como se 

dijo a prop sito de la excepci n de incompetencia, lo que se le solicita al Tribunal,ó ó  

es la declaraci n la relaci n jur dica que uni  y une las partes es de car cteró ó í ó á  

laboral y no civil, sin perjuicio de suscripci n de contratos a honorarios, y paraó  

aquello  resulta  indiferente  si  est  concluida  o  vigente,  conforme  la  normativaá  

vigente  que  otorga  competencia  a  esta  Juez  para  pronunciarse  respecto  a  lo 

solicitado en autos.

DECIMO  QUINTO: Que, en virtud de lo resuelto, deber  accederse alá  

pago de las cotizaciones previsionales, esto es, de AFP Pr vida, y las cotizacionesó  

de seguro y accidentes del trabajo establecidas por la Ley N° 16.744, devengadas 

durante el 01 de enero del a o 2017 y hasta el 31 de diciembre del a o 2019, porñ ñ  

cuento en virtud de la naturaleza de la contrataci n no fueron pagadas por laó  

demandada, hecho que no ha sido discutido.

Que, para efectos del pago de las cotizaciones previsionales de AFP Pr vida,ó  

y las cotizaciones de seguro y accidentes del trabajo establecidas por la Ley N° 

16.744,  deber  respecto a su pago,  estarse a  las  remuneraciones  efectivamenteá  

percibidas  durante  cada  periodo,  esto  es,  en cuanto  al  1 de enero al  31 de 

diciembre de 2017 a la suma de $1.046.771; 1 de enero al 31 de diciembre de 

2018 $1.072.940,  y 1 de enero al  31 de diciembre de 2019,  a la  suma de 

$1.110.493.

Que,  ahora  en  cuanto  a  las  cotizaciones   de  Salud  solicita,  esta  Juez 

comparte lo resuelto por la Jurisprudencia, relativo a que dichas prestaciones no 

reportan para el trabajador un beneficio inmediato o futuro que pueda hacer valer 

con esos pagos, dado que las prestaciones de salud no existieron en su momento, si 

se ordenara su pago la nica beneficiada con esos estipendios ser  el entidad deú á  

salud a la que se encontraba afiliado el demandante, ya que el demandante no 

recibir  prestaciones con cargo a esos aportes, al no mediar un contrato de saludá  

que opere en forma retroactiva, raz n por la que se rechazara lo solicitado poró  
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dicho concepto m xime cuando el demandante no incorporo antecedente alguno queá  

acredite el organismo al que estaba afiliado, y el monto cotizado. 

DECIMO SEXTO: Que la prueba aportada ha sido analizada conforme a 

las reglas de la sana cr tica, sin alterar los principios de la l gica ni las m ximas deí ó á  

la experiencia de este Tribunal, conforme a lo dispuesto en el art culo 456 delí  

C digo  del  Trabajo;  y  el  resto  de  las  alegaciones  y  probanzas  no  contienenó  

informaci n que contradiga aquellos hechos asentados por los medios que se hanó  

tenido en consideraci n para resolver la presente controversia.ó

Visto adem s,  lo dispuesto en los  art culos  19 y 32 de la  Constituci ná í ó  

Pol tica del Estado, art culos 1, 7 y siguientes, 420, 446 a 462, 485 y siguientes delí í  

C digo del Trabajo, Ley 18.834, ó SE DECLARA:

I.-Que, se rechaza la excepci n de incompetencia, sin costas.ó

II.-Que, se rechaza la excepci n de prescripci n, sin costas. ó ó

II.-Que SE ACOGE LA DEMANDA, solo en cuanto se declara la existencia 

de relaci n laboral entre el actor y la demandada desde 1 de enero de 2017 hastaó  

el 31 de diciembre de 2019, por lo cual la demandada deber  enterar en AFPá  

Pr vida, y organismo correspondiente, las cotizaciones previsiones y de seguro yó  

accidentes del trabajo establecidas por la Ley N° 16.744 y devengadas durante la 

vigencia de la relaci n laboral, por la remuneraci n percibida en cada uno de losó ó  

periodos, y se aladas en el considerando d cimo Quinto. ñ é

III.- Que en lo dem s se rechaza la demanda. á

IV.- Que cada parte pagar  sus costas.á

V.- Ejecutoriada que se encuentre la presente sentencia c mplase con loú  

dispuesto en ella de conformidad al procedimiento legal establecido

RIT O-5129-2019

RUC 19- 4-0206138-6

Dictada  por  do a  ñ DANIELA  DE  LOS  ANGELES  GONZALEZ 

MARTINEZ, Juez Suplente  del 1º Juzgado de Letras del Trabajo de 

Santiago.

En Santiago a cuatro de marzo de dos mil veinte, se notific  por el estadoó  

diario la resoluci n precedente.ó
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A contar del 08 de septiembre de 2019, la hora visualizada corresponde
al horario de verano establecido en Chile Continental. Para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para más
información consulte http://www.horaoficial.cl
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